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DESARROLLO  
MARCO JURÍDICO CONSTITUCIONAL 

1. República de Costa Rica 
a. Constitución Política de Costa Rica1 

Artículo 10.- Corresponderá a una Sala especializada de la Corte 
Suprema de Justicia declarar, por mayoría absoluta de sus miembros, 
la inconstitucionalidad de las normas de cualquier naturaleza y de 
los actos sujetos al Derecho Público. No serán impugnables en esta 
vía los actos jurisdiccionales del Poder Judicial, la declaratoria 
de elección que haga el Tribunal Supremo de Elecciones y los demás 
que determine la ley.  

Le corresponderá además:  

a) Dirimir los conflictos de competencia entre los poderes del 
Estado, incluido el Tribunal Supremo de 

Elecciones, así como con las demás entidades u órganos que indique 
la ley.  

b) Conocer de las consultas sobre proyectos de reforma 
constitucional, de aprobación de convenios o tratados 
internacionales y de otros proyectos de ley, según se disponga en 
la ley.  

(Reforma Constitucional 7128 de 18 de agosto de 1989) 

Artículo 48.- Toda persona tiene derecho al recurso de hábeas 
corpus para garantizar su libertad e integridad personales, y al 
recurso de amparo para mantener o restablecer el goce de los otros 
derechos consagrados en esta Constitución, así como de los de 
carácter fundamental establecidos en los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos, aplicables en la República. 
Ambos recursos serán de competencia de la Sala indicada en el 
Artículo 10.  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

(Artículo 10).- La Sala que se crea en el Artículo 10 estará 
integrada por siete magistrados y por los suplentes que determine 
la ley, que serán elegidos por la Asamblea Legislativa por votación 
no menor de los dos tercios de sus miembros. La Asamblea 
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Legislativa hará el nombramiento de los miembros de la Sala dentro 
de las diez sesiones siguientes a la publicación de la presente 
ley; dos de ellos los escogerá de entre los miembros de la Sala 
Primera de la Corte Suprema de Justicia, cuya integración quedará 
así reducida.  

Mientras no se haya promulgado una ley de la jurisdicción 
constitucional, la Sala continuará tramitando los asuntos de su 
competencia, aún los pendientes, de conformidad con las 
disposiciones vigentes.  

(Reforma Constitucional 7128 de 18 de agosto de 1989) 

b. Ley de la Jurisdicción Constitucional2 
TITULO I 

DISPOSICIONES PRELIMINARES 
 
CAPITULO ÚNICO 
 
ARTICULO 1. La presente ley tiene como fin regular la jurisdicción 
constitucional, cuyo objeto es garantizar la supremacía de las 
normas y principios constitucionales y del Derecho Internacional o 
Comunitario vigente en la República, su uniforme interpretación y 
aplicación, así como los derechos y libertades fundamentales 
consagrados en la Constitución o en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos vigentes en Costa Rica. 
 
 
ARTICULO 2. Le corresponde específicamente a la jurisdicción 
constitucional: 
a) Garantizar, mediante los recursos de hábeas corpus y de amparo, 
los derechos y libertades consagrados por la Constitución Política 
y los derechos humanos reconocidos por el Derecho Internacional 
vigente en Costa Rica. 
b) Ejercer el control de la constitucionalidad de las normas de 
cualquier naturaleza y de los actos sujetos al Derecho Público, así 
como la conformidad del ordenamiento interno con el Derecho 
Internacional o Comunitario, mediante la acción de 
inconstitucionalidad y demás cuestiones de constitucionalidad. 
c) Resolver los conflictos de competencia entre los Poderes del 
Estado, incluido el Tribunal Supremo de Elecciones, y los de 
competencia constitucional entre éstos y la Contraloría General de 
la República, las municipalidades, los entes descentralizados y las 
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demás personas de Derecho Público. 
ch) Conocer de los demás asuntos que la Constitución o la presente 
ley le atribuyan. 
 
 
ARTICULO 3. Se tendrá por infringida la Constitución Política 
cuando ello resulte de la confrontación del texto de la norma o 
acto cuestionado, de sus efectos, o de su interpretación o 
aplicación por las autoridades públicas, con las normas y 
principios constitucionales. 
 
 
ARTICULO 4. La jurisdicción constitucional se ejerce por la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia establecida en el 
artículo 10 de la Constitución Política. 
La Sala Constitucional está formada por siete magistrados 
propietarios y doce suplentes, todos elegidos por la Asamblea 
Legislativa en la forma prevista por la Constitución. Su régimen 
orgánico y disciplinario es el que se establece en la presente y en 
la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
La Sala Constitucional no está sometida al plan de vacaciones 
establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y, en 
consecuencia, fijará las fechas en que sus miembros tomarán 
vacaciones, de manera que haya siempre una mayoría de magistrados 
propietarios. 
Si la ausencia de propietarios fuere por licencia, se aplicará la 
regla anterior, excepto en los casos de enfermedad o de otro motivo 
justo. 
 
  
ARTICULO 5. La Sala Constitucional regulará la forma de recibir y 
tramitar los recursos de hábeas corpus y de amparo, si se 
interpusieren después de las horas ordinarias de trabajo o en días 
feriados o de asueto, para cuyos efectos habrá siempre un 
magistrado de turno, quien les dará el curso inicial. 
(Interpretado en el considerando I, Resolución de la Sala 
Constitucional Nº 835-97, de las 17:33 horas del 10 de febrero de 
1998). 
 
 
ARTICULO 6. En caso de impedimento, recusación o excusa, el 
Presidente de la Sala, oído el parecer del magistrado en cuestión, 
dispondrá su reemplazo, sin más trámite y sin que por ningún motivo 
se suspenda o interrumpa el curso del procedimiento. 
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ARTICULO 7. Le corresponde exclusivamente a la Sala Constitucional 
resolver sobre su propia competencia, así como conocer de las 
cuestiones incidentales que surjan ante ella y de las prejudiciales 
conexas. 
 
  
ARTICULO 8. Una vez requerida legalmente su intervención, la Sala 
Constitucional deberá actuar de oficio y con la mayor celeridad, 
sin que pueda invocarse la inercia de las partes para retardar el 
procedimiento. 
Los plazos establecidos por esta ley no podrán prorrogarse por 
ningún motivo. Cualquier retardo en su cumplimiento será sancionado 
disciplinariamente, sin perjuicio de la acción por responsabilidad 
del funcionario. 
Los términos para las actuaciones y resoluciones judiciales se 
contarán a partir del recibo de la gestión que las motive, y, para 
las actividades de las partes, desde la notificación de la 
resolución que las cause. Ni unos ni otros se interrumpirán o 
suspenderán por ningún incidente, ni por ninguna actuación que no 
esté preceptuada expresamente en la ley. 
En materia de hábeas corpus los plazos por días son naturales. 
 
 
ARTICULO 9. La Sala Constitucional rechazará de plano cualquier 
gestión manifiestamente improcedente o infundada. 
Podrá también rechazarla por el fondo en cualquier momento, incluso 
desde su presentación, cuando considere que existen elementos de 
juicio suficientes, o que se trata de la simple reiteración o 
reproducción de una gestión anterior igual o similar rechazada; en 
este caso siempre que no encontrare motivos para variar de criterio 
o razones de interés público que justifiquen reconsiderar la 
cuestión. 
Asimismo, podrá acogerla interlocutoriamente cuando considere 
suficiente fundarla en principios o normas evidentes o en sus 
propios precedentes o jurisprudencia, pero si se tratare de 
recursos de hábeas corpus o de amparo deberá esperar la defensa del 
demandado. 
 
 
ARTICULO 10. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, 
la Sala dispondrá que los trámites se realicen, en lo posible, en 
forma oral, y ordenará una comparecencia oral para que los 
interesados formulen conclusiones antes de la sentencia, 
necesariamente en las acciones de inconstitucionalidad, y 
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facultativamente en los demás casos. 
 
 
ARTICULO 11. A la Sala en pleno le corresponde dictar las 
sentencias y los autos con carácter de tales, que deberán ser 
motivados. Las demás resoluciones le corresponden al Presidente o, 
en su caso, al magistrado designado para la instrucción. 
No habrá recurso contra las sentencias, autos o providencias de la 
jurisdicción constitucional. 
 
 
ARTICULO 12. Las sentencias que dicte la Sala podrán ser aclaradas 
o adicionadas, a petición de parte, si se solicitare dentro de 
tercero día, y de oficio en cualquier tiempo, incluso en los 
procedimientos de ejecución, en la medida en que sea necesario para 
dar cabal cumplimiento al contenido del fallo. 
 
 
ARTICULO 13. La jurisprudencia y los precedentes de la jurisdicción 
constitucional son vinculantes erga omnes, salvo para sí misma. 
 
 
ARTICULO 14. La Sala Constitucional y su jurisdicción estarán 
sometidas únicamente a la Constitución y a la ley. A falta de 
disposición expresa, se aplicarán los principios del Derecho 
Constitucional, así como los del Derecho Público y Procesal 
generales, o, en su caso, los del Derecho Internacional o 
Comunitario, y, además, por su orden, la Ley General de la 
Administración Pública, la Ley Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa y los Códigos Procesales. 
 
 
TITULO II 
DEL RECURSO DE HABEAS CORPUS 
 
CAPITULO ÚNICO 
 
ARTICULO 15. Procede el hábeas corpus para garantizar la libertad e 
integridad personales, contra los actos y omisiones que provengan 
de una autoridad de cualquier orden, incluso judicial, contra las 
amenazas a esa libertad y las perturbaciones o restricciones que 
respecto de ella establezcan indebidamente las autoridades, lo 
mismo que contra las restricciones ilegítimas del derecho de 
trasladarse de un lugar a otro de la República, y de libre 
permanencia, salida e ingreso en su territorio. 
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TITULO III 
DEL RECURSO DE AMPARO 
 

CAPITULO I 
DEL AMPARO CONTRA ÓRGANOS O SERVIDORES PÚBLICOS 
 
ARTICULO 29. El recurso de amparo garantiza los derechos y 
libertades fundamentales a que se refiere esta ley, salvo los 
protegidos por el de 
hábeas corpus. 
Procede el recurso contra toda disposición, acuerdo o resolución y, 
en general, contra toda acción, omisión o simple actuación material 
no fundada en un acto administrativo eficaz, de los servidores y 
órganos públicos, que haya violado, viole o amenace violar 
cualquiera de aquellos derechos. 
El amparo procederá no sólo contra los actos arbitrarios, sino 
también contra las actuaciones u omisiones fundadas en normas 
erróneamente interpretadas o indebidamente aplicadas. 
 
 
TITULO IV 
DE LAS CUESTIONES DE CONSTITUCIONALIDAD 
 
CAPITULO I 

DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
 
ARTICULO 73. Cabrá la acción de inconstitucionalidad: 
a) Contra las leyes y otras disposiciones generales, incluso las 
originadas en actos de sujetos privados, que infrinjan, por acción 
u omisión, alguna norma o principio constitucional. 
b) Contra los actos subjetivos de las autoridades públicas, cuando 
infrinjan, por acción u omisión, alguna norma o principio 
constitucional, si no fueren susceptibles de los recursos de hábeas 
corpus o de amparo. 
c) Cuando en la formación de las leyes o acuerdos legislativos se 
viole algún requisito o trámite sustancial previsto en la 
Constitución o, en su caso, establecido en el Reglamento de Orden, 
Dirección y Disciplina Interior de la Asamblea Legislativa. 
ch) Cuando se apruebe una reforma constitucional con violación de 
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normas constitucionales de procedimiento. 
d) Cuando alguna ley o disposición general infrinja el artículo 7, 
párrafo primero, de la Constitución, por oponerse a un tratado 
público o convenio internacional. 
e) Cuando en la suscripción, aprobación o ratificación de los 
convenios o tratados internacionales, o en su contenido o efectos 
se haya infringido una norma o principio constitucional o, en su 
caso, del Reglamento de Orden, Dirección y Disciplina Interior de 
la Asamblea Legislativa. En este evento, la declaratoria se hará 
solamente para los efectos de que se interpreten y apliquen en 
armonía con la Constitución o, si su contradicción con ella 
resultare insalvable, se ordene su desaplicación con efectos 
generales y se proceda a su denuncia. 
f) Contra la inercia, las omisiones y las abstenciones de las 
autoridades públicas. 
 
 
CAPITULO II 
DE LA CONSULTA DE CONSTITUCIONALIDAD 
 
ARTICULO 96. Por la vía de la consulta de constitucionalidad, la 
jurisdicción constitucional ejercerá la opinión consultiva previa 
sobre los proyectos legislativos, en los siguientes supuestos: 
a) Preceptivamente, cuando se trate de proyectos de reformas 
constitucionales, o de reformas a la presente ley, así como de los 
tendientes a la aprobación de convenios o tratados internacionales, 
inclusive las reservas hechas o propuestas a unos u otros. 
b) Respecto de cualesquiera otros proyectos de ley, de la 
aprobación legislativa de actos o contratos administrativos, o de 
reformas al Reglamento de Orden, Dirección y Disciplina Interior de 
la Asamblea Legislativa, cuando la consulta se presente por un 
número no menor de diez diputados. 
c) Cuando lo soliciten la Corte Suprema de Justicia, el Tribunal 
Supremo de Elecciones o la Contraloría General de la República, si 
se tratare de proyectos de ley o de mociones incorporadas a ellos, 
en cuya tramitación, contenido o efectos estimaren como 
indebidamente ignorados, interpretados o aplicados los principios o 
normas relativos a su respectiva competencia constitucional. 
ch) Cuando lo solicite el Defensor de los Habitantes, por 
considerar que infringen derechos o libertades fundamentales 
reconocidos por la Constitución o los instrumentos internacionales 
de derechos humanos vigentes en la República. 
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CAPITULO III 
DE LAS CONSULTAS JUDICIALES DE CONSTITUCIONALIDAD 
 
ARTICULO 102. Todo juez estará legitimado para consultarle a la 
Sala Constitucional cuando tuviere dudas fundadas sobre la 
constitucionalidad de una norma o acto que deba aplicar, o de un 
acto, conducta u omisión que deba juzgar en un caso sometido a su 
conocimiento. 
Además, deberá hacerlo preceptivamente cuando haya de resolver los 
recursos de revisión a que se refiere el artículo 42 de la 
Constitución Política, fundados en una alegada violación de los 
principios del debido proceso o de los derechos de audiencia o 
defensa; pero esto solamente para los efectos de que la Sala 
Constitucional defina el contenido, condiciones y alcances de tales 
principios o derechos, sin calificar ni valorar las circunstancias 
del caso concreto que motiva el respectivo recurso. 
 
  
TITULO V 
DE LOS CONFLICTOS CONSTITUCIONALES 
 

CAPITULO ÚNICO 
 
ARTICULO 109. Le corresponde a la Sala Constitucional resolver: 
a) Los conflictos de competencia o atribuciones entre los Poderes 
del Estado, incluido el Tribunal Supremo de Elecciones, o entre 
cualquiera de ellos y la Contraloría General de la República. 
b) Los conflictos de competencia o atribuciones constitucionales 
entre cualquiera de los Poderes u órganos dichos y las entidades 
descentralizadas, municipalidades u otras personas de Derecho 
Público, o los de cualesquiera de éstas, entre sí. 
 
 
 

c. Ley Orgánica del Poder Judicial3 

ARTÍCULO 8.- Los funcionarios que administran justicia no podrán:  

1.- Aplicar leyes ni otras normas o actos de cualquier naturaleza, 
contrarios a la Constitución Política o al derecho internacional o 
comunitario vigentes en el país. Si tuvieren duda sobre la 
constitucionalidad de esas normas o actos, necesariamente deberán 
consultar ante la jurisdicción constitucional.  
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Tampoco podrán interpretarlos ni aplicarlos de manera contraria a 
los precedentes o la jurisprudencia de la Sala Constitucional.  
2.- Aplicar decretos, reglamentos, acuerdos y otras disposiciones 
contrarias a cualquier otra norma de rango superior.  
3.- Expresar y aun insinuar privadamente su opinión respecto de los 
asuntos que están llamados a fallar o conocer.  
Aparte de la sanción disciplinaria que se impondrá al funcionario, 
el hecho deberá ser puesto en conocimiento del Ministerio Público.  
4.- Comprometer u ofrecer su voto, o insinuar que acogerán esta o 
aquella otra designación al realizar nombramientos administrativos 
o judiciales. Se sancionará con suspensión a quien se compruebe ha 
violado esta prohibición.  

Las prohibiciones establecidas en los incisos 3) y 4) son 
aplicables a todos los servidores judiciales, en el ejercicio de 
sus funciones.  

(Así reformado por el artículo 1º de la Ley de Reorganización 
Judicial No.7728 de 15 de diciembre de 1997) 

ARTICULO 40.- El Consejo Superior del Poder Judicial dictará, 
anualmente, un plan de vacaciones en el que dispondrá las medidas 
que estime necesarias para que no se afecte el servicio público y 
procurará que los Despachos Judiciales no cierren por ese motivo.  

Con excepción de la Sala Constitucional, la Corte dictará el plan 
de vacaciones para las demás Salas. 

ARTÍCULO 49.- La Corte Suprema de Justicia se compone de tres Salas 
de Casación: Primera, Segunda y Tercera y la Sala Constitucional, 
integradas por cinco Magistrados, con excepción de la última que lo 
será con siete. En la Sala en que se desempeña el Presidente de la 
Corte, cuando las circunstancias lo requieran, a juicio suyo, podrá 
haber un  

Magistrado suplente de tiempo completo que lo sustituirá mientras 
no ejerza el cargo, en todos los casos en que no concurra a conocer 
de los asuntos propios de su Sala. Dicho Magistrado suplente no 
integrará la Corte Plena.  
Los asuntos se distribuirán entre las Salas, fundamentalmente por 
materias. Si no hubiere ley aplicable que regule la distribución 
del trabajo o la competencia entre las Salas, la Corte decidirá el 
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punto, mediante un acuerdo que publicará en el Boletín Judicial. 

CAPITULO V  

DE LA SALA CONSTITUCIONAL  

ARTÍCULO 57.- La Sala Constitucional conocerá:  

1.- De los recursos de hábeas corpus y de amparo.  

2.- De las acciones de inconstitucionalidad.  
3.- De las consultas de constitucionalidad.  
4.- De los conflictos de competencia entre los Poderes del Estado, 
incluido el Tribunal Supremo de Elecciones y los de competencia 
constitucional entre éstos y la Contraloría General de la  
República, municipalidades, entes descentralizados y demás personas 
de Derecho Público. 

ARTÍCULO 59.- Corresponde a la Corte Suprema de Justicia:  

1.- Informar a los otros Poderes del Estado en los asuntos en que 
la  

Constitución o las leyes determinen que sea consultada, y emitir su 
opinión, cuando sea requerida, acerca de los proyectos de reforma a 
la legislación codificada o los que afecten la organización o el 
funcionamiento del Poder Judicial.  
2.- Proponer las reformas legislativas y reglamentarias que juzgue 
convenientes para mejorar la administración de justicia.  
3.- Aprobar el proyecto de presupuesto del Poder Judicial, el cual, 
una vez promulgado por la Asamblea Legislativa, podrá ejecutar por 
medio del Consejo.  
4.- Nombrar a los miembros propietarios y suplentes del Tribunal 
Supremo de Elecciones.  
5.- Resolver las competencias que se susciten entre las Salas de la 
Corte, excepto lo dispuesto por la ley respecto de la Sala 
Constitucional.  
6.- Designar, en votación secreta, al Presidente y al 
Vicepresidente de la Corte, por períodos de cuatro años y de dos 
años, respectivamente, quienes podrán ser reelegidos por períodos 
iguales y, si hubiere que reponerlos por cualquier causa, la 
persona nombrada lo será por un nuevo período completo. En los 
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casos de faltas temporales, se procederá en la forma que indica el 
inciso 1) del artículo 32.  
7.- Promulgar, por iniciativa propia o a propuesta del Consejo 
Superior del Poder Judicial, los reglamentos internos de orden y 
servicio que estime pertinentes.  
8.- Conocer del recurso de casación y del procedimiento de revisión 
de las sentencias dictadas por las Salas Segunda y Tercera, cuando 
estas actúan como tribunales de juicio o de única instancia.  
9.- Nombrar en propiedad a los miembros del Consejo Superior del 
Poder Judicial, los inspectores generales del tribunal de la 
inspección judicial, los jueces de casación y los de los tribunales 
colegiados, el Fiscal General de la República, el Director y el 
Subdirector del Organismo de Investigación Judicial; asimismo, al 
jefe y al subjefe de la Defensa Pública.  
Cuando se trate de funcionarios nombrados por un período 
determinado, la Corte deberá realizar el nuevo nombramiento en la 
primera sesión ordinaria de diciembre en que termine el período y 
los nombrados tomarán posesión el primer día hábil de enero 
siguiente.  
También le corresponde a la Corte, nombrar a los suplentes de los 
funcionarios mencionados en este inciso.  
10.- Conocer el informe anual del Consejo Superior del Poder 
Judicial.  
11.- Avocar el conocimiento y la decisión de los asuntos de 
competencia del Consejo Superior del Poder Judicial, cuando así se 
disponga en sesión convocada a solicitud de cinco de sus miembros o 
de su Presidente, por simple mayoría de la Corte.  
Desde que se presenta la solicitud de avocamiento, se suspende la 
decisión del asunto por parte del Consejo Superior del Poder 
Judicial, mientras la Corte no se pronuncie, sin perjuicio de las 
medidas cautelares que disponga la Corte.  
La Corte dispondrá de un mes para resolver el asunto que dispuso 
avocar ante ella. En tal supuesto, el agotamiento de la vía 
administrativa se producirá con la comunicación del acuerdo final 
de la Corte. Al disponer el avocamiento, podrá ordenarse suspender 
los efectos del acuerdo del Consejo.  
12.- Ejercer el régimen disciplinario sobre sus propios miembros y 
los del Consejo Superior del Poder Judicial, en la forma dispuesta 
en esta Ley.  
13.- Establecer los montos para determinar la competencia, en razón 
de la cuantía, en todo asunto de carácter patrimonial.  
14.- Establecer los montos para determinar la procedencia del 
recurso de casación, por votación mínima de dos terceras partes de 
la totalidad de los Magistrados. Este monto podrá disminuirse o 
aumentarse, una vez transcurrido el plazo aquí fijado, para lo cual 
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previamente se solicitará al Banco Central de Costa Rica, un 
informe sobre el índice inflacionario.  
Si transcurriere un mes sin haberse recibido el informe, la Corte 
prescindirá de él y hará la fijación que corresponda. La fijación 
que se realice, tanto en este caso como en el del inciso anterior, 
regirá un mes después de su primera publicación en el Boletín 
Judicial, por un período mínimo de dos años.  
15.- Proponer, a la Asamblea Legislativa, la creación de Despachos 
Judiciales en los lugares y las materias que estime necesario para 
el buen servicio público.  
16.- Refundir dos o más despachos judiciales en uno solo o 
dividirlos, trasladarlos de sede, fijarles la respectiva 
competencia territorial y por materia, tomando en consideración el 
mejor servicio público.  
También podrá asignarle competencia especializada a uno o varios 
despachos, para que conozcan de determinados asuntos, dentro de una 
misma materia, ocurridos en una o varias circunscripciones o en 
todo el territorio nacional.  
17.- Conocer de las demandas de responsabilidad que se interpongan 
contra los Magistrados de las Salas de la Corte.  
l8.- Disponer cuáles comisiones de trabajo serán permanentes y 
designar a los Magistrados que las integrarán.  
19.- Incorporar al presupuesto del Poder Judicial, mediante 
modificación interna, todo el dinero que pueda percibir por 
liquidación o inejecución de contratos, intereses, daños y 
perjuicios, y por el cobro de los servicios de fotocopiado de 
documentos, microfilmación y similares. Este dinero será depositado 
en las cuentas bancarias del Poder Judicial.  
20.- Fijar los días y las horas de servicio de las oficinas 
judiciales y publicar el aviso respectivo en el Boletín Judicial.  
21.- Emitir las directrices sobre los alcances de las normas, 
cuando se estime necesario para hacer efectivo el principio 
constitucional de justicia pronta y cumplida.  
22.- Las demás que señalan la Constitución Política y las leyes.  
(Así reformado por el artículo 2º de la Ley de Reorganización 
Judicial No.7728 de 15 de diciembre de 1997) 
CAPITULO IX  
DE LOS MAGISTRADOS SUPLENTES  
   
Artículo 62.—La Corte Suprema de Justicia tendrá, al menos, 
cuarenta y cuatro magistrados suplentes, de los cuales diez estarán 
asignados a cada una de las Salas de Casación y catorce a la Sala 
Constitucional. Serán nombrados por la Asamblea Legislativa, 
durarán en sus funciones cuatro años, prestarán juramento ante la 
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misma Asamblea, y deberán reunir los requisitos exigidos a los 
titulares, excepto el de rendir garantía.  
Para la elección de los magistrados suplentes, cada una de las 
Salas de la Corte Suprema de Justicia convocará a un concurso 
público de antecedentes, con el fin de escoger a dos candidatos por 
cada plaza vacante. La nómina será sometida al conocimiento de la 
Corte Plena y, de ser aprobada, se enviará a la Asamblea, la cual 
realizará la designación correspondiente entre los nominados.  

     Transitorio.—Todos los actuales magistrados suplentes 
continuarán desempeñando su cargo hasta completar su período. Los 
nuevos magistrados suplentes serán elegidos por el resto del 
período. (Así reformado por el artículo 4° de la Ley N° 8503 del 28 
de abril de 2006) 

2. República de Argentina 
a. Constitución de la Nación Argentina4 

CAPITULO SEGUNDO 
Atribuciones del Poder Judicial 

     Artículo 116.-  Corresponde  a  la  Corte  Suprema  y a los 
tribunales inferiores de la Nación,  el  conocimiento y decisión de 
todas las causas que versen sobre puntos regidos por la 
Constitución,  y  por las leyes de la Nación, con la reserva hecha 
en el inciso 12 del  artículo  75;  y por  los tratados con las 
naciones extranjeras;  de las causas concernientes a   embajadores, 
ministros públicos y cónsules extranjeros;  de las causas de 
almirantazgo y jurisdicción marítima; de los asuntos en que la 
Nación sea parte; de las causas que se susciten entre dos o  más  
provincias;  entre una provincia y los vecinos de otra;  entre  los  
vecinos  de  diferentes provincias;  y  entre  una  provincia  o  
sus vecinos, contra un Estado o ciudadano extranjero.  

     Artículo 117.-En estos casos la Corte Suprema ejercerá  su 
jurisdicción por apelación según las reglas  y  excepciones que 
prescriba el Congreso; pero en todos los  asuntos  concernientes  a  
embajadores,   ministros  y cónsules extranjeros,  y  en  los  que  
alguna  provincia fuese parte, la  ejercer  originaria y 
exclusivamente.  

     Artículo 118.- Todos  los  juicios  criminales  ordinarios,  
que no se deriven del despacho de acusación concedido  en la Cámara 
de Diputados se  terminarán  por  jurados,  luego  que se  
establezca en la República esta  institución.  La actuación de 
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estos juicios se hará  en la misma provincia  donde se hubiera 
cometido el delito,  pero cuando este se cometa fuera de  los 
límites  de la  Nación, contra el  Derecho  de  Gentes,  el  
Congreso  determinar   por  una  ley  especial  el lugar en que 
haya de seguirse el juicio.  

     Artículo 119.-   La traición contra la Nación consistirá  
únicamente en  tomar las armas contra ella,  o  en  unirse  a  sus 
enemigos prestándoles  ayuda y socorro.  El Congreso fijará  por 
una ley especial la pena de este  delito; pero ella no pasará  de 
la persona del delincuente,  ni la infamia  del reo se transmitirá  
a sus parientes de cualquier grado.  

b. Jurisdicción Y Competencia De Los Tribunales Nacionales 
(Ley 48)5 

Art. 1.- La Suprema Corte de Justicia nacional conocerá en primera 
instancia: (sustituido por el art. 24 del dec.-ley 1285/58). 

Art. 2.- Los jueces nacionales de sección conocerán en primera 
instancia de las causas siguientes: 

1) las que sean especialmente regidas por la Constitución nacional, 
las leyes que haya sancionado y sancionare el Congreso y los 
tratados públicos con naciones extranjeras; 

2) las causas civiles en que sean partes un vecino de la provincia 
en que se suscite el pleito y un vecino de otro, o en que sean 
parte un ciudadano argentino y un extranjero; 

3) las que versen sobre negocios particulares de un cónsul o 
vicecónsul extranjero; 

4) todo pleito que se inicie entre particulares, teniendo por 
origen actos administrativos del gobierno nacional; 

5) toda acción fiscal contra particulares o corporaciones, sea por 
cobro de cantidades debidas o por cumplimiento de contratos, o por 
defraudación de rentas nacionales, o por violación de reglamentos 
administrativos; 

6) en general todas aquellas causas en que la Nación o un 
recaudador de sus rentas sea parte; 
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7) todas las causas a que den lugar los apresamientos o embargos 
marítimos en tiempo de guerra; 

8) las que se originen por choques y averías de buques, o por 
asaltos hechos, o por auxilios prestados en alta mar, o en los 
puertos, ríos y mares en que la República tiene jurisdicción; 

9) las que se originen entre los propietarios o interesados de un 
buque, sea sobre su posesión o sobre su propiedad; 

10) las que versen sobre la construcción y reparos de un buque 
sobre hipoteca de su casco; sobre fletamentos y estadía; sobre 
seguros marítimos; sobre salarios de oficiales y marineros; sobre 
salvamento civil y militar; sobre naufragios; sobre avería simple y 
gruesa; sobre contratos a la gruesa ventura; sobre pilotaje; sobre 
embargo de buques y pena por violación de las leyes de impuestos y 
navegación; sobre la nacionalidad del buque y legitimidad de su 
patente o regularidad de sus papeles; sobre arribadas forzosas; 
sobre reconocimientos; sobre abandono, venta y liquidación de 
créditos del buque; sobre cumplimiento de las obligaciones del 
capitán, tripulantes, y en general sobre todo hecho o contrato 
concerniente a la navegación y comercio marítimo. 

Art. 3.- Los jueces de sección conocerán igualmente de todas las 
causas de contrabando y de todas las causas criminales cuyo 
conocimiento competa a la Justicia nacional, a saber: 

1) los crímenes cometidos en alta mar, a bordo de buques nacionales 
o por piratas extranjeros, serán juzgados por el juez de sección 
del primer puerto argentino a que arribase el buque; 

2) los crímenes cometidos en los ríos, islas y puertos argentinos 
serán juzgados por el juez que se halle más inmediato al lugar del 
hecho, o por aquel en cuya sección se encuentren los criminales, 
según sea el que prevenga en la causa; 

3) los crímenes cometidos en el territorio de las provincias en 
violación de las leyes nacionales, como son todos aquellos que 
ofendan la soberanía y seguridad de la Nación o tiendan a la 
defraudación de sus rentas, u obstruyan o corrompan el buen 
servicio de sus empleados o violenten o estorben la correspondencia 
de los correos, o estorben o falseen las elecciones nacionales o 
representen falsificación de documentos nacionales o de moneda 
nacional; o de billetes de banco autorizados por el Congreso, serán 
juzgados en la sección judicial en que se cometieren; 
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4) los crímenes de toda especie que se cometan en lugares donde el 
gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, serán 
juzgados por los jueces de sección allí existentes. 

5) (Inciso agregado por ley 20661, y texto según ley 23817, art. 1) 
Los delitos previstos por los artículos 142 bis, 149 ter, 170, 189 
bis, a excepción de la simple tenencia de un arma de guerra salvo 
que tuviere vinculación con otros delitos de competencia federal, 
212 y 213 bis del Código Penal. 

Art. 4.- (No rige por el dec.-ley 1285/58, art. 24, inc. 6). 

Art. 5.- Las cuestiones que se susciten entre los individuos de la 
tripulación de un buque mercante, o entre alguno de ellos y su 
capitán, u otros oficiales del mismo, y cuya importancia no pase de 
m$n 50, (El monto nunca se actualizó. Véase la ley 20094) serán 
decididas en juicio verbal por el capitán del puerto donde se halla 
el buque, con apelación para ante el juez de sección que conocerá 
también en juicio verbal. 

Art. 6.- Siempre que un juez de sección se excuse de conocer en una 
causa de su competencia, o retarde el administrar justicia, se 
podrá ocurrir a la Corte Suprema por el recurso de justicia 
denegada o retardada. 

Y siempre que conozca de causa que no le competa, y rehusare 
inhibirse, podrá igualmente apelarse a la Corte, que resolverá el 
artículo según su mérito (Véase la ley 4055, art. 17, inc. 3). 

Art. 7.- La jurisdicción criminal atribuida por esta ley a la 
Justicia nacional, en nada altera la jurisdicción militar en los 
casos en que, según las leyes existentes, deba procederse por 
consejos de guerra. 

Art. 8.- En las causas entre una provincias y vecinos de otra, o 
entre una provincia y un súbdito extranjero, o entre un ciudadano y 
un extranjero, o entre vecinos de diversas provincias, para surtir 
el fuero federal, es preciso que el derecho que se disputa 
pertenezca originariamente, y no por cesión o mandato, a ciudadanos 
extranjeros o vecinos de otras provincias respectivamente. 

Art. 9.- Las corporaciones anónimas creadas y haciendo sus negocios 
en una provincia serán reputadas, para los efectos del fuero, como 
ciudadanos vecinos de la provincia en que se hallen establecidas, 
cualquiera que sea la nacionalidad de sus socios actuales. 
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Art. 10.- En las sociedades colectivas, y en general en todos los 
casos en que dos o más personas asignables pretendan ejercer una 
acción solidaria, o sean demandadas por una obligación solidaria, 
para que caigan bajo la jurisdicción nacional, se atenderá a la 
nacionalidad o vecindad de todos los miembros de la sociedad o 
comunidad, de tal modo que será preciso que cada uno de ellos 
individualmente tenga el derecho de demandar o pueda ser demandado 
ante los tribunales nacionales, con arreglo a lo dispuesto en el 
inciso 2 del artículo 2. 

Art. 11.- La vecindad de una provincia se adquirirá, para los 
efectos del fuero, por la residencia continua de dos años, o por 
tener en ella propiedades raíces, o un establecimiento de industria 
o de comercio, o por hallarse establecido de modo que aparezca el 
ánimo de permanecer. 

Art. 12.- La jurisdicción de los tribunales nacionales en todas las 
causas especificadas en los artículos 1, 2 y 3 será privativa, 
excluyendo a los juzgados de provincia, con las excepciones 
siguientes: 

1) en todos los juicios universales de concurso de acreedores y 
partición de herencia, conocerá el juez competente de provincia, 
cualquiera que fuese la nacionalidad o vecindad de los directamente 
interesados en ellos, y aunque se deduzcan allí acciones fiscales 
de la Nación; 

2) en los lugares en que no haya establecidos jueces de sección o 
que se halle distante la residencia de éstos, los fiscales o 
colectores de renta, o individuos comisionados al efecto, podrán 
demandar a los deudores del fisco ante los jueces de provincia; 

3) cuando se cometiere un crimen de los que por esta ley caen bajo 
la jurisdicción nacional, los jueces de provincia, de cualquier 
categoría, podrán aprehender a los presuntos reos, que pondrán a 
disposición del juez nacional de sección correspondiente, con la 
remisión del sumario que hayan levantado para justificar la 
prisión; 

4) siempre que en pleito civil un extranjero demande a una 
provincia, o a un ciudadano, o bien el vecino de una provincia 
demande al vecino de otra ante un juez o tribunal de provincia, o 
cuando siendo demandados el extranjero o el vecino de otra 
provincia, contesten a la demanda, sin oponer la excepción de 
declinatoria, se entenderá que la jurisdicción ha sido prorrogada, 
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la causa se sustanciará y decidirá por los tribunales provinciales; 
y no podrá ser traída a la jurisdicción nacional por recurso 
alguno, salvo en los casos especificados en el artículo 14. 

Art. 13.- Las autoridades dependientes del Poder Ejecutivo nacional 
prestarán todo auxilio para la ejecución de las sentencias del 
Poder Judicial, y siempre que un juez nacional dirija un despacho 
precautorio a un juez provincial, sea para hacer citaciones o 
notificaciones, o recibir testimonios, o practicar otros actos 
judiciales, será cumplido el encargo. Y siempre que un alguacil u 
oficial ejecutor presente una orden escrita de un juez o tribunal 
nacional para ejecutar una prisión o embargo, las autoridades 
provinciales y personas particulares estarán obligadas a prestar el 
auxilio que él les requiera para el cumplimiento de su comisión. 

Art. 14.- Una vez radicado un juicio ante los tribunales de 
provincia, será sentenciado y fenecido en la jurisdicción 
provincial, y sólo podrá apelarse a la Corte Suprema de las 
sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales superiores 
de provincia en los casos siguientes: 

1) cuando en el pleito se haya puesto en cuestión la validez de un 
tratado, de una ley del Congreso, o de una autoridad ejercida en 
nombre de la Nación, y la decisión haya sido contra su validez; 

2) cuando la validez de una ley, decreto o autoridad de provincia 
se haya puesto en cuestión bajo la pretensión de ser repugnante a 
la Constitución Nacional, a los tratados o leyes del Congreso, y la 
decisión haya sido en favor de la validez de la ley o autoridad de 
provincia; 

3) cuando la inteligencia de alguna cláusula de la Constitución, o 
de un tratado o ley del Congreso, o una comisión ejercida en nombre 
de la autoridad nacional haya sido cuestionada y la decisión sea 
contra la validez del título, derecho, privilegio o exención que se 
funda en dicha cláusula y sea materia de litigio. 

Art. 15.- Cuando se entable el recurso de apelación que autoriza el 
artículo anterior deberá deducirse la queja con arreglo a lo 
prescripto en él, de tal modo que su fundamento parezca de los 
autos y tenga una relación directa e inmediata a las cuestiones de 
validez de los artículos de la Constitución, leyes, tratados o 
comisiones en disputa, quedando entendido que la interpretación o 
aplicación que los tribunales de provincia hicieren de los códigos 
Civil, Penal, Comercial y de Minería, no dará ocasión a este 
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recurso por el hecho de ser leyes del Congreso, en virtud de lo 
dispuesto en el inciso 11, artículo 67 de la Constitución. 

Art. 16.- En los recursos de que tratan los dos artículos 
anteriores, cuando la Corte Suprema revoque, hará una declaratoria 
sobre el punto disputado, y devolverá la causa para que sea 
nuevamente juzgada; o bien resolverá sobre el fondo, y aun podrá 
ordenar la ejecución especialmente si la causa hubiese sido una vez 
devuelta por idéntica razón. 

Art. 17.- La Corte Suprema decidirá las competencias que se 
susciten a instancia de parte, sobre jurisdicción de los jueces 
nacionales (Véase el dec.-ley 1285/58, art. 24, inc. 7). 

Art. 18.- La Corte Suprema podrá establecer los reglamentos 
necesarios para la ordenada tramitación de los pleitos, con tal que 
no sean repugnantes a las prescripciones de la ley de 
procedimientos. 

Art. 19.- (No rige por dec.-ley 1285/58, arts. 16, 17 y 18). 

Art. 20.- (Derogado por ley 23098, art. 28). 

Art. 21.- Los tribunales y jueces nacionales en el ejercicio de sus 
funciones procederán aplicando la Constitución como ley suprema de 
la Nación, las leyes que haya sancionado o sancione el Congreso, 
los tratados con naciones extranjeras, las leyes particulares de 
las provincias, las leyes generales que han regido anteriormente a 
la Nación y los principios del derecho de gentes, según lo exijan 
respectivamente los casos que se sujeten a su conocimiento, en el 
orden de prelación que va establecido. 

Art. 22.- Las causas que se hallen pendientes ante los tribunales 
de provincia a la promulgación de esta ley, serán terminadas y 
fenecidas en los mismos tribunales, aunque por su materia o por las 
personas interesadas en ellas pudieran pertenecer a la jurisdicción 
nacional. 

Art. 23.- La presente ley será considerada como adicional y 
correctiva de la del 16 de octubre de 1862. 

Art. 24.- Comuníquese. 
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c. Procedimiento de Hábeas Corpus6 

Jurisdicción de aplicación.  

ARTICULO 2. - La aplicación de esta ley corresponderá a los 
tribunales nacionales o provinciales, según el acto denunciado como 
lesivo emane de autoridad nacional o provincial. Cuando el acto 
lesivo proceda de un particular, se estará a lo que establezca la 
ley respectiva. Si inicialmente se ignora la autoridad de quien 
emana el acto denunciado como lesivo, conocerá cualquiera de 
aquellos tribunales, según las reglas que rigen su competencia 
territorial hasta establecer el presupuesto del párrafo anterior 
que determinará definitivamente el tribunal de aplicación.  

Inconstitucionalidad. 
  
ARTICULO 6. - Los jueces podrán declarar de oficio en el caso 
concreto la inconstitucionalidad, cuando la limitación de la 
libertad se lleve a cabo por orden escrita de una autoridad que 
obra en virtud de un precepto legal contrario a la Constitución 
Nacional.  
Ref. Normativas: Constitución Nacional (1853)  

Recurso de inconstitucionalidad. 

ARTICULO 7. - Las sentencias que dicten los tribunales superiores 
en el procedimiento de hábeas corpus serán consideradas definitivas 
a los efectos del recurso de inconstitucionalidad ante la Corte 
Suprema. El recurso procederá en los casos y formas previstas por 
las leyes vigentes.  

Recursos. 
 
ARTICULO 19. - Contra la decisión podrá interponerse recurso de 
apelación para ante la Cámara en el plazo de 24 horas, por escrito 
u oralmente, en acta ante el secretario, pudiendo ser fundado. 
Podrán interponer recurso el amparado, su defensor, la autoridad 
requerida o su representante y el denunciante únicamente por la 
sanción o costas que se le hubieren impuesto, cuando la decisión 
les cause gravamen. El recurso procederá siempre con efecto 
suspensivo salvo en lo que respecta a la libertad de la persona 
(artículo 17, inciso 4), que se hará efectiva. Contra la decisión 
que rechaza el recurso procede la queja ante la Cámara que 
resolverá dentro del plazo de 24 horas; si lo concede estará a su 
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cargo el emplazamiento previsto en el primer párrafo del artículo 
siguiente.  

d. Ley de Recurso de Amparo7 

Artículo 1.- La acción de amparo será admisible contra todo acto u 
omisión de autoridad pública que, en forma actual o inminente, 
lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o 
ilegalidad manifiesta, los derechos o garantías explícita o 
implícitamente reconocidas por la Constitución Nacional, con 
excepción de la libertad individual tutelada por el hábeas corpus.  

Artículo 2.- La acción de amparo no será admisible cuando:  
a) existan recursos o remedios judiciales o administrativos que 
permitan obtener la protección del derecho o garantía 
constitucional de que se trate;  
b) el acto impugnado emanara de un órgano del Poder Judicial o haya 
sido adoptado por expresa aplicación de la ley 16.970;  
c) la intervención judicial comprometiera directa o indirectamente 
la regularidad, continuidad y eficacia de la prestación de un 
servicio público, o el desenvolvimiento de actividades esenciales 
del Estado;  
d) la determinación de la eventual invalidez del acto requiriese 
una mayor amplitud de debate o de prueba o la declaración de 
inconstitucionalidad de leyes, decretos u ordenanzas;  
e) la demanda no hubiese sido presentada dentro de los quince días 
hábiles a partir de la fecha en que el acto fue ejecutado o debió 
producirse.  

Artículo 4.- Será competente para conocer de la acción de amparo el 
juez de primera instancia con jurisdicción en el lugar en que el 
acto se exteriorice o tuviere o pudiere tener efecto.  
Se observarán, en lo pertinente, las normas sobre competencia por 
razón de la materia, salvo que aquellas engendraran dudas 
razonables al respecto, en cuyo caso el juez requerido deberá 
conocer de la acción.  
Cuando un mismo acto u omisión afectare el derecho de varias 
personas, entenderá en todas esas acciones el juzgado que hubiese 
prevenido, disponiéndose la acumulación de autos, en su caso.  
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3. México 
a. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos8 

CAPÍTULO CUARTO. DEL PODER JUDICIAL 

Artículo 94  

Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una 
Suprema Corte de Justicia, en un Tribunal Electoral, en Tribunales 
Colegiados y Unitarios de Circuito y en Juzgados de Distrito.  

La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la 
Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, estarán a cargo del Consejo de la Judicatura Federal en los 
términos que, conforme a las bases que señala esta Constitución, 
establezcan las leyes.  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se compondrá de 11 
ministros y funcionará en Pleno o en salas.  

En los términos que la ley disponga, las sesiones del pleno y de 
las salas serán públicas y por excepción  
secretas, en los casos en que así lo exijan la moral o el interés 
público.  

La competencia de la Suprema Corte, su funcionamiento en pleno y 
salas, la competencia de los tribunales de Circuito, de los 
Juzgados de Distrito y del Tribunal Electoral, así como las 
responsabilidades en que incurran los servidores públicos del Poder 
Judicial de la Federación, se regirán por lo que dispongan las 
leyes, de conformidad con las bases que esta Constitución 
establece.  

El Consejo de la Judicatura Federal determinará el número, división 
en circuitos, competencia territorial y, en su caso, 
especialización por materia de los Tribunales Colegiados y 
Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito.  

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia estará facultado para 
expedir acuerdos generales, a fin de lograr una adecuada 
distribución entre las Salas de los asuntos que competa conocer a 
la Corte, así como remitir a los Tribunales Colegiados de Circuito, 
para mayor prontitud en el despacho de los asuntos, aquéllos en los 
que hubiera establecido jurisprudencia o los que, conforme a los 
referidos acuerdos, la propia Corte determine para una mejor 
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impartición de justicia. Dichos acuerdos surtirán efectos después 
de publicados.  

La ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia 
que establezcan los tribunales del Poder  
Judicial de la Federación sobre interpretación de la Constitución, 
leyes y reglamentos federales o locales  
y tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano, así 
como los requisitos para su interrupción y modificación.  

La remuneración que perciban por sus servicios los Ministros de la 
Suprema Corte, los Magistrados de  
Circuito, los Jueces de Distrito y los Consejeros de la Judicatura 
Federal, así como los Magistrados Electorales no podrá ser 
disminuida durante su encargo.  

Los ministros de la Suprema Corte de Justicia durarán en su encargo 
quince años, sólo podrán ser removidos del mismo en los términos 
del Título Cuarto de esta Constitución y, al vencimiento de su 
período, tendrán derecho a un haber por retiro.  

Ninguna persona que haya sido Ministro podrá ser nombrada para un 
nuevo período, salvo que hubiera  
ejercido el cargo con el carácter de provisional o interino.  

Artículo 95  

Para ser electo ministro de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, se necesita:  

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus 
derechos políticos y civiles;  

II. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la 
designación;  

III. Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez 
años, título profesional de licenciado  
en derecho, expedido por la autoridad o institución legalmente 
facultada para ello;  

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito 
que amerite pena corporal de más  
de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, 
falsificación, abuso de confianza u otro que  
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lastime seriamente la buena fama en el concepto público, 
inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya  
sido la pena; y  

V. Haber residido en el país durante los dos años anteriores al día 
de la designación; y  

VI. No haber sido Secretario de Estado, jefe de Departamento 
Administrativo, Procurador General dela República o de Justicia del 
Distrito Federal, Senador, Diputado Federal ni Gobernador de algún 
Estado o Jefe del Distrito Federal, durante el año previo al día de 
su nombramiento.  

Los nombramientos de los Ministros deberán recaer preferentemente 
entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad 
y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido 
por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en 
el ejercicio de la actividad jurídica.  

Artículo 96  

Para nombrar a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, el 
Presidente de la República someterá a una terna a consideración del 
Senado, el cual, previa comparecencia de las personas propuestas, 
designará al Ministro que deba cubrir la vacante. La designación se 
hará por el voto de las dos terceras partes de los miembros del 
Senado presentes, dentro del improrrogable plazo de treinta días. 
Si el Senado no resolviere dentro de dicho plazo, ocupará el cargo 
de Ministro la persona que dentro de dicha terna, designe el 
Presidente de la República.  
En caso de que la Cámara de Senadores rechace la totalidad de la 
terna propuesta, el Presidente de la República someterá una nueva, 
en los términos del párrafo anterior. Si esta segunda terna fuera 
rechazada, ocupará el cargo la persona que dentro de dicha terna, 
designe el Presidente de la República.  

Artículo 97  

Los Magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito serán 
nombrados y adscritos por el  
Consejo de la Judicatura Federal, con base en criterios objetivos y 
de acuerdo a los requisitos y procedimientos que establezca la ley. 
Durarán seis años en el ejercicio de su encargo, al término de los 
cuales, si fueren ratificados o promovidos a cargos superiores, 
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sólo podrán ser privados de sus puestos en los casos y conforme a 
los procedimientos que establezca la ley.  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá nombrar alguno o 
algunos de sus miembros o algún Juez de Distrito o Magistrado de 
Circuito, o designar a uno o varios comisionados especiales, cuando 
así lo juzgue conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal o 
alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, o el Gobernador de 
algún Estado, únicamente para que averigüe algún hecho o hechos que 
constituyan una grave violación de alguna garantía individual. 
También podrá solicitar al Consejo de la Judicatura Federal, que 
averigüe la conducta de algún juez o magistrado federal.  

La Suprema Corte de Justicia está facultada para practicar de 
oficio la averiguación de algún hecho o hechos que constituyan la 
violación del voto público, pero sólo en los casos en que a su 
juicio pudiera ponerse en duda la legalidad de todo el proceso de 
elección de alguno de los Poderes de la Unión. Los resultados de la 
investigación se harán llegar oportunamente a los órganos 
competentes.  

La Suprema Corte de Justicia nombrará y removerá a su secretario y 
demás funcionarios y empleados. Los Magistrados y jueces nombrarán 
y removerán a los respectivos funcionarios y empleados de los 
Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito, conforme a lo 
que establezca la ley respecto de la carrera judicial.  

Cada cuatro años, el Pleno elegirá de entre sus miembros al 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el cual no 
podrá ser reelecto para el período inmediatamente posterior.  

Cada ministro de la Suprema Corte de Justicia, al entrar a ejercer 
su encargo, protestará ante el Senado, y en sus recesos, ante la 
Comisión Permanente, en la siguiente forma:  

Presidente: "¿Protestáis desempeñar leal y patrióticamente el cargo 
de ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se os 
ha conferido y guardar y hacer guardar la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen, 
mirando en todo por el bien y prosperidad de  
la Unión?"  

Ministro: "Sí, protesto".  
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Presidente: "Si no lo hiciereis así, la Nación os lo demande".  Los 
magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito protestarán ante 
la Suprema Corte de Justicia y el  
Consejo de la Judicatura Federal.  

Artículo 98  

Cuando la falta de un Ministro excediere de un mes, el Presidente 
de la República someterá el nombramiento de un Ministro interino a 
la aprobación del Senado, observándose lo dispuesto en el artículo 
96 de esta Constitución.  

Si faltare un ministro por defunción o por cualquier causa de 
separación definitiva, el Presidente someterá un nuevo nombramiento 
a la aprobación del Senado, en los términos del artículo 96 de esta 
Constitución.  Las renuncias de los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia solamente procederán por causas graves; serán sometidas 
al Ejecutivo y, si éste las acepta, las enviará para su aprobación 
al Senado.  

Las licencias de los Ministros, cuando no excedan de un mes, podrán 
ser concedidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación; las 
que excedan de este tiempo, podrán concederse por el Presidente de 
la República con la aprobación del Senado. Ninguna licencia podrá 
exceder del término de dos años.  

Artículo 99  

El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la 
fracción II del artículo 105 de esta Constitución la máxima 
autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del 
Poder Judicial de la Federación.  

Para el ejercicio de sus atribuciones el Tribunal funcionará con 
una Sala Superior, así como con Salas Regionales y sus sesiones de 
resolución serán públicas en los términos que determine la ley. 
Contará con el personal jurídico y administrativo necesario para su 
adecuado funcionamiento.  

La Sala Superior se integrará por siete Magistrados Electorales. El 
Presidente del Tribunal será elegido por la Sala Superior, de entre 
sus miembros, para ejercer el cargo por cuatro años.  
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Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e 
inatacable, en los términos de esta  
Constitución y según lo disponga la ley, sobre:  

I. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y 
senadores;  

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos que serán resueltas en 
única instancia por la Sala Superior.  

La Sala Superior realizará el computo final de la elección de 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, una vez resueltas, en 
su caso, las impugnaciones que se hubieren interpuesto sobre la 
misma, procediendo a formular la declaración de validez de la 
elección y la de Presidente Electo respecto del candidato que 
hubiese obtenido el mayor número votos;  

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad 
electoral federal, distintas a las señaladas en las dos fracciones 
anteriores, que violen normas constitucionales o legales;  

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes 
de las autoridades competentes de las entidades federativas para 
organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que 
surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para 
el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las 
elecciones. Esta vía procederá solamente cuando la reparación 
solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los 
plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional 
o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma de 
posesión de los funcionarios elegidos;  

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los 
derechos político-electorales de los ciudadanos de votar, ser 
votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los 
asuntos políticos del país, en los términos que señalen esta 
Constitución y las leyes;  

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus 
servidores;  

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto 
Federal Electoral y sus servidores;  
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VIII. La determinación e imposición de sanciones en la materia; y  

IX. Las demás que señale la ley.  

Cuando una Sala del Tribunal Electoral sustente una tesis sobre la 
inconstitucionalidad de algún acto o resolución o sobre la 
interpretación de un precepto de esta Constitución y dicha tesis 
pueda ser contradictoria con una sostenida por las Salas o el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia, cualquiera de los Ministros, las 
Salas o las partes, podrán denunciar las contradicción, en los 
términos que señale la ley, para que el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación decida cual tesis debe prevalecer. Las 
resoluciones que se dicten en este supuesto no afectarán los 
asuntos ya resueltos.  

La organización del Tribunal, la competencia de las Salas, los 
procedimientos para la resolución de los asuntos de su competencia, 
así como los mecanismos para fijar criterios de jurisprudencia 
obligatorios en la materia, serán los que determinen esta 
Constitución y las leyes.  

La administración, vigilancia y disciplina en el Tribunal Electoral 
corresponderán, en los términos que señale la ley, a una Comisión 
del Consejo de la Judicatura Federal, que se integrará por el 
Presidente del Tribunal Electoral quien la presidirá, un Magistrado 
Electoral de la Sala Superior designado por insaculación, y tres 
miembros del Consejo de la Judicatura Federal. El Tribunal 
propondrá su presupuesto al Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación para su inclusión en el proyecto de 
Presupuesto del Poder Judicial de la Federación. Asimismo, el 
Tribunal expedirá su Reglamento Interno y  
los acuerdos generales para su adecuado funcionamiento.  

Los Magistrados Electorales que integren la Sala Superior y las 
regionales serán elegidos por el voto de  
las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de 
Senadores, o en sus recesos por la  
Comisión Permanente, a propuesta de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación. La Ley señalará las  
reglas y el procedimiento correspondientes.  

Los Magistrados Electorales que integren la Sala Superior deberán 
satisfacer los requisitos que establezca la ley, que no podrán ser 
menores a los que exigen para ser Ministro de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y durarán en su encargo diez años 
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improrrogables. Las renuncias, ausencias y licencias de los 
Magistrados Electorales de la Sala Superior serán tramitadas, 
cubiertas y otorgadas por dicha Sala, según corresponda, en los 
términos del artículo 98 de esta Constitución.  

Los Magistrados Electorales que integren las salas regionales 
deberán satisfacer los requisitos que señale la ley, que no podrán 
ser menores a los que se exigen para ser Magistrados del Tribunal 
Colegiado de Circuito. Durarán en su encargo ocho años 
improrrogables, salvo si son promovidos a cargos superiores. El 
personal del Tribunal regirá sus relaciones de trabajo conforme a 
las disposiciones aplicables al Poder  Judicial de la Federación y 
a las reglas especiales y excepciones que señale la ley.  

Artículo 100  

El Consejo de la Judicatura Federal será un órgano del Poder 
Judicial de la Federación  
con independencia técnica, de gestión y para emitir sus 
resoluciones.  

El Consejo se integrará por siete miembros de los cuales, uno será 
el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, quien también lo 
será del Consejo; tres Consejeros designados por el pleno de la 
Corte, por mayoría de cuando menos ocho votos, de entre los 
Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito; dos Consejeros 
designados por el Senado, y uno por el Presidente de la República.  

Todos los consejeros deberán reunir los requisitos señalados en el 
artículo 95 de esta  Constitución y ser personas que se hayan 
distinguido por su capacidad profesional y administrativa, 
honestidad y honorabilidad en el ejercicio de sus actividades; en 
el caso de los designados por la Suprema Corte, deberán gozar, 
además, con reconocimiento en el ámbito judicial.  

El Consejo funcionará en pleno o en comisiones. El pleno resolverá 
sobre la designación, adscripción, ratificación y remoción de 
magistrados y jueces, así como de los demás asuntos que la ley 
determine.  
Salvo el presidente del Consejo, los demás consejeros durarán cinco 
años en su cargo, serán substituidos de manera escalonada y no 
podrán ser nombrados para un nuevo periodo.  

Los consejeros no representan a quien los designa, por lo que 
ejercerán su función con independencia e imparcialidad. Durante su 
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encargo, sólo podrán ser removidos en los términos del Título 
Cuarto de esta Constitución.  

La ley establecerá las bases para la formación y actualización de 
funcionarios, así como para el desarrollo de la carrera judicial, 
la cual se regirá por los principios de excelencia, objetividad, 
imparcialidad, profesionalismo e independencia.  

De conformidad con lo que establezca la ley, el Consejo estará 
facultado para expedir acuerdos generales para el adecuado 
ejercicio de sus funciones. La Suprema Corte de Justicia podrá 
solicitar al Consejo la expedición de aquellos acuerdos generales 
que considere necesarios para asegurar un adecuado ejercicio de la 
función jurisdiccional federal. El pleno de la Corte también podrá 
revisar y, en su caso, revocar los que el Consejo apruebe, por 
mayoría de cuando menos ocho votos. La ley establecerá los términos 
y procedimientos para el ejercicio de estas atribuciones.  

Las decisiones del Consejo serán definitivas e inatacables y, por 
lo tanto, no procede juicio ni recurso alguno, en contra de las 
mismas, salvo las que se refieran a la designación, adscripción, 
ratificación y remoción de magistrados y jueces, las cuales podrán 
ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia, únicamente para 
verificar que hayan sido adoptadas conforme a las reglas que 
establezca la ley orgánica respectiva.  

La Suprema Corte de Justicia elaborará su propio presupuesto y el 
Consejo lo hará para el resto del Poder Judicial de la Federación, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo séptimo del artículo 99 
de esta Constitución. Los presupuestos así elaborados serán 
remitidos por el Presidente de la Suprema Corte para su inclusión 
en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación. La 
administración de la Suprema Corte de Justicia corresponderá a su 
Presidente.  

Artículo 101  

Los ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Magistrados de 
Circuito, los Jueces de Distrito y los respectivos secretarios, y 
los Consejeros de la Judicatura Federal, así como los Magistrados 
de la Sala Superior del Tribunal Electoral, no podrán, en ningún 
caso, aceptar ni desempeñar empleo o encargo de la Federación, de 
los Estados, del Distrito Federal o de particulares, salvo los 
cargos no remunerados en asociaciones científicas, docentes, 
literarias o de beneficiencia.  
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Las personas que hayan ocupado el cargo de Ministro de la Suprema 
Corte de Justicia, Magistrado de la Suprema Corte de Justicia, 
Magistrado de Circuito, Juez de Distrito o Consejero de la 
Judicatura Federal, así como Magistrado de la Sala Superior de del 
Tribunal Electoral, no podrán, dentro de los dos años siguientes a 
la fecha de su retiro, actuar como patronos, abogados o 
representantes en cualquier proceso ante los órganos del Poder 
Judicial de la Federación.  

Durante dicho plazo, las personas que hayan desempeñado como 
Ministros, salvo que lo hubieran hecho con el carácter de 
provisional o interino, no podrán ocupar los cargos señalados en la 
fracción VI del artículo 95 de esta Constitución.  

Los impedimentos de este artículo serán aplicables a los 
funcionarios judiciales que gocen de licencia.  

La infracción a lo previsto en los párrafos anteriores, será 
sancionada con la pérdida del respectivo cargo dentro del Poder 
Judicial de la Federación, así como de las prestaciones y 
beneficios que en lo sucesivo correspondan por el mismo, 
independientemente de las demás sanciones que las leyes prevean.  

Artículo 102.  

A- La ley organizará el Ministerio Público de la Federación, cuyos 
funcionarios serán nombrados y removidos por el Ejecutivo, de 
acuerdo con la ley respectiva. El Ministerio Público de la 
Federación estará presidido por un Procurador General de la 
República, designado por el titular del Ejecutivo Federal con 
ratificación del Senado o, en sus recesos, de la Comisión 
Permanente. Para ser Procurador se requiere: ser ciudadano mexicano 
por nacimiento; tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos 
el día de la designación; contar con antigüedad mínima de diez 
años, con título profesional de licenciado en derecho; gozar de 
buena reputación, y no haber sido condenado por delito doloso. El 
procurador podrá ser removido libremente por el Ejecutivo.  

Incumbe al Ministerio Público de la Federación, la persecución, 
ante los tribunales, de todos los delitos del orden federal; y, por 
lo mismo; a él le corresponderá solicitar las ordenes de 
aprehensión contra los inculpados; buscar y presentar las pruebas 
que acrediten la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se 
sigan con toda regularidad para que la administración de justicia 
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sea pronta y expedita; pedir la aplicación de las penas e 
intervenir en todos los negocios que la ley determine.  

El Procurador General de la República, intervendrá personalmente en 
las controversias y acciones a que se refiere el artículo 105 de 
esta.  

En todos los negocios en que la Federación fuese parte, en los 
casos de los diplomáticos y los cónsules generales y en los demás 
en que debe intervenir el Ministerio Público de la Federación, el 
Procurador General lo hará por sí o por medio de sus agentes.  

El Procurador General de la República y sus agentes serán 
responsables de toda falta, omisión o violación a la ley, en que 
incurran con motivo de sus funciones.  

La función de consejero jurídico del Gobierno, estará a cargo de la 
dependencia del Ejecutivo Federal que, para tal efecto, establezca 
la ley.  

B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades 
federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
establecerán organismos de protección de los derechos humanos que 
ampara el orden jurídico mexicano, los que conocerán de quejas en 
contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa 
provenientes de cualquier autoridad o servidor público, con 
excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que violen 
estos derechos.  

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán 
recomendaciones públicas,no vinculatorias y denuncias y quejas ante 
las autoridades respectivas.  

Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos 
electorales, laborales y jurisdiccionales.  

El organismo que establezca el Congreso de la Unión se denominará 
Comisión Nacional de Derechos Humanos; contará con autonomía de 
gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio 
propios.  
La Comisión Nacional de Derechos Humanos tendrá un Consejo 
Consultivo integrado por 10 consejeros que serán elegidos por el 
voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la 
Cámara de Senadores o en sus recesos por la Comisión Permanente del 
Congreso de la Unión, con la misma votación calificada. La ley 
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determinará los procedimientos a seguir para la presentación de las 
propuestas por la propia Cámara. Anualmente serán sustituidos los 
dos consejeros de mayor antigüedad en el cargo, salvo que fuesen 
propuestos y ratificados para un segundo periodo.  

El Presidente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, quien lo 
será también del Consejo Consultivo, será elegido en los mismos 
términos del párrafo anterior. Durará en su encargo cinco años, 
podrá ser reelecto por una sola vez y sólo podrá ser removido de 
sus funciones en los términos del Título Cuarto de esta 
Constitución.  

El Presidente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
presentará anualmente a los poderes de la Unión un informe de 
actividades. Al efecto comparecerá ante las cámaras del Congreso en 
los términos que disponga la ley.  

La Comisión Nacional de Derechos Humanos conocerá de las 
inconformidades que se presenten en relación con las 
recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos 
equivalentes en las entidades federativas.  

Artículo 103  

Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se 
suscite;  

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías 
individuales;  

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o 
restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de competencia 
del Distrito Federal; y  

III. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del 
Distrito Federal que invadan la esfera de la autoridad federal.  

Artículo 104  

Corresponde a los tribunales de la Federación conocer:  

I-A. De todas las controversias del orden civil o criminal que se 
susciten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de 
los tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano. 
Cuando dichas controversias sólo afecten intereses particulares, 
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podrán conocer también de ellas, a elección del actor, los jueces y 
tribunales del orden común de los Estados y del Distrito Federal. 
Las sentencias de primera instancia podrán ser apelables ante el 
superior inmediato del juez que conozca del asunto en primer grado;  

I-B. De los recursos de revisión que se interpongan contra las 
resoluciones definitivas de los tribunales de  
lo contencioso administrativo a que se refiere la fracción XXIX-H 
del artículo 73 y fracción IV, inciso e) del artículo 122 de esta 
Constitución, sólo en los casos que señalen las leyes. Las 
revisiones, de las cuales conocerán los Tribunales Colegiados de 
Circuito, se sujetarán a los trámites que la ley reglamentaría de 
los artículos 103 y 107 de esta Constitución fije para la revisión 
en amparo indirecto, y en contra de las resoluciones que en ellas 
dicten los tribunales colegiados de circuito no procederá juicio o 
recurso alguno;  

II. De todas las controversias que versen sobre derecho marítimo;  

III. De aquellas en que la Federación fuese parte;  

IV. De las controversias y de las acciones a que se refiere el 
artículo 105, mismas que serán de conocimiento exclusivo de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación;  

V. De los casos concernientes a miembros del cuerpo diplomático y 
consular.  

Artículo 105  

La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos 
que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:  

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las 
que se refieran a la materia electoral,  
se susciten entre:  

a) La Federación y un Estado o el Distrito Federal;  

b) La Federación y un municipio;  

c) El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquel y cualquiera 
de las Cámaras de éste o, en su caso,  
la Comisión Permanente, sean como órganos federales o del Distrito 
Federal;  
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d) Un Estado y otro;  

e) Un Estado y el Distrito Federal;  

f) El Distrito Federal y un Municipio;  

g) Dos Municipios de diversos estados;  

h) Dos Poderes de un mismo estado, sobre la constitucionalidad de 
sus actos o disposiciones generales;  

i)Un Estado y uno de sus Municipios sobre la constitucionalidad de 
sus actos o disposiciones generales;  

j) Un Estado y un Municipio de otro Estado, sobre la 
constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales, y  

k) Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la 
constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales.  

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales 
de los Estados o de los Municipios impugnadas por los estados, o en 
los casos a que se refieren los incisos c), h) y k) anteriores, y 
la resolución de la Suprema Corte de Justicia las declara 
inválidas, dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiera 
sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos.  

En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de 
Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las partes en la 
controversia;  

II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto 
plantear la posible contradicción entre una norma de carácter 
general y esta Constitución.  

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de 
los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de 
la norma, por:  

a) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes 
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en contra de 
leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de 
la Unión;  
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b) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes 
del Senado, en contra de leyes federales o del Distrito Federal 
expedidas por el Congreso de la Unión o de tratados internacionales 
celebrados por el Estado Mexicano;  

c) El Procurador General de la República, en contra de leyes de 
carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano;  

d) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes 
de alguno de los órganos legislativos estatales, en contra de leyes 
expedidas por el propio órgano, y  

e) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes 
de la Asamblea de representantes del Distrito Federal, en contra de 
leyes expedidas por la propia Asamblea, y  

f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Federal 
Electoral, por conducto de sus dirigentes nacionales, en contra de 
leyes electorales federales o locales y los partidos políticos con 
registro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente en 
contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del 
estado que les otorgó el registro.  

La única vía para plantear la no conformidad de las leyes 
electorales a la Constitución está prevista en este artículo.  

Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y 
publicarse por lo menos noventa días antes de que se inicie el 
proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no 
podrá haber modificaciones legales fundamentales.  

Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán 
declarar la invalidez de las normas impugnadas, siempre que fueren 
aprobadas por una mayoría de cuando menos ocho votos.  

III. De oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal 
Unitario de Circuito o del Procurador General de la República, 
podrá conocer de los recursos de apelación en contra de sentencias 
de Jueces de Distrito dictadas en aquellos procesos en que la 
Federación sea parte y que por su interés y trascendencia así lo 
ameriten.  

La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren 
las fracciones I y II de este artículo no tendrá efectos 
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retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los 
principios generales y disposiciones legales aplicables de esta 
materia.  

En caso de incumplimiento de las resoluciones a que se refieren las 
fracciones I y II de este artículo se aplicarán, en lo conducente, 
los procedimientos establecidos en los dos primeros párrafos de la 
fracción XVI del artículo 107 de esta Constitución.  

Artículo 106  

Corresponde al Poder Judicial de la Federación, en los términos de 
la ley respectiva, dirimir las controversias que, por razón de 
competencia, se susciten entre los Tribunales de la Federación, 
entre éstos y los de los Estados o del Distrito Federal, entre los 
de un Estado y los de otro, o entre los de un Estado y los del 
Distrito Federal.  

Artículo 107  

Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a 
los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la 
ley, de acuerdo con las bases siguientes:  

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte 
agraviada;  

II. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos 
particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso 
especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración 
general respecto de la ley o acto que la motivare.  

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja 
de acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los 
artículos 103 y 107 de esta Constitución.  

Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como 
consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de 
sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de 
población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a 
los ejidatarios o comuneros deberán recabarse de oficio todas 
aquellas pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos 
mencionados y acordarse las diligencias que se estimen necesarias 
para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y 
efectos de los actos reclamados.  
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En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, 
en perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, o de los 
ejidatarios o comuneros, el sobreseimiento por inactividad procesal 
ni la caducidad de la instancia, pero uno y otra sí podrán 
decretarse en su beneficio. Cuando se reclamen actos que afecten 
los derechos colectivos del núcleo tampoco procederán desistimiento 
ni el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que el 
primero sea acordado por la asamblea general o el segundo emane de 
ésta;  

III. Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, 
administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá en los 
casos siguientes;  

a. Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan 
fin al juicio, respecto de las cuales no proceda ningún recurso 
ordinario por el que puedan ser modificados o reformados, ya sea 
que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el 
procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al 
resultado del fallo; siempre que en materia civil haya sido 
impugnada la violación en el curso del procedimiento mediante el 
recurso ordinario establecido por la ley e invocada como agravio en 
la segunda instancia, si se cometió en la primera. Estos requisitos 
no serán exigibles en el amparo contra sentencias dictadas en 
controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al 
orden y a la estabilidad de la familia;  

b. Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible 
reparación, fuera de juicio o después de concluido, una vez 
agotados los recursos que en su caso procedan; y  

c. Contra actos que afecten a personas extrañas al juicio;  

IV. En materia administrativa al amparo procede, además, contra 
resoluciones que causen agravio no reparable mediante algún 
recurso, juicio o medio de defensa legal. No será necesario agotar 
éstos cuando la ley que los establezca exija, para otorgar la 
suspensión del acto reclamado, mayores requisitos que los que la 
ley reglamentaría del juicio de amparo requiera como condición para 
decretar esa suspensión;  

V. El amparo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones 
que pongan fin al juicio, sea que la violación se cometa durante el 
procedimiento o en la sentencia misma, se promoverá ante el 
Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, conforme a la 
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distribución de competencias que establezca la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, en los casos siguientes:  

a. En materia penal, contra resoluciones definitivas dictadas por 
tribunales judiciales, sean éstos federales, del orden común o 
militares;  

b. En materia administrativa, cuando se reclamen por particulares 
sentencias definitivas y resoluciones que ponen fin al juicio 
dictadas por tribunales administrativos o judiciales no reparables 
por algún  recurso, juicio o medio ordinario de defensa legal;  

c. En materia civil, cuando se reclamen sentencias definitivas 
dictadas en juicios del orden federal o en juicios mercantiles, sea 
federal o local la autoridad que dicte el fallo, o en juicios del 
orden común.  

En los juicio civiles del orden federal las sentencias podrán ser 
reclamadas en amparo por cualquiera de la partes, incluso por la 
Federación, en defensa de sus intereses patrimoniales; y  

d. En materia laboral, cuando se reclamen laudos dictados por las 
Juntas Locales o la Federal de Conciliación y Arbitraje, o por el 
Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al 
Servicio del Estado.  

La Suprema Corte de Justicia de oficio o a petición fundada del 
correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador 
General de la República, podrá conocer de los amparos directos que 
por sus características especiales, así lo ameriten;  

VI. En los casos a los que se refiere la fracción anterior, la ley 
reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución 
señalará el trámite y los términos a que deberán someterse los 
tribunales colegiados de Circuito y, en su caso, la Suprema Corte 
de Justicia, para dictar sus respectivas resoluciones;  

VII. El amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o después de 
concluido, o que afecten a personas extrañas al juicio, contra 
leyes o contra actos de autoridad administrativa se interpondrá 
ante el juez de Distrito bajo cuya jurisdicción se encuentre el 
lugar en el que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse, 
y su tramitación se limitará al informe de la autoridad, a una 
audiencia para la que se citará en el mismo auto en el que se mande 
pedir el informe y se recibirán las pruebas que las partes 
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interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose en la 
misma audiencia la sentencia;  

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de 
Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito procede revisión. 
De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia:  

a. Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por 
estimarlos directamente violatorios de esta Constitución, leyes 
federales o locales, tratados internacionales, reglamentos 
expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la 
fracción I del artículo 89 de esta Constitución y reglamentos de 
leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados o por 
el Jefe del Distrito Federal, subsista en el recurso el problema de 
constitucionalidad;  

b. Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y 
III del artículo 103 de esta Constitución.  

La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del 
correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador 
General de la República, podrá conocer de los amparos en revisión 
que por sus características especiales así lo ameriten.  

En los casos no previstos en los párrafos anteriores, conocerán de 
la revisión los tribunales colegiados de circuito y sus sentencias 
no admitirán recurso alguno;  

IX. Las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien 
los Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, a 
menos que decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley o 
establezcan la interpretación directa de un precepto de la 
Constitución cuya resolución, a juicio de la Suprema Corte  de 
Justicia y conforme a acuerdos generales, entrañe la fijación de un 
criterio de importancia y trascendencia. Sólo en esta hipótesis 
procederá la revisión ante la  Suprema Corte de Justicia, 
limitándose la materia del recurso exclusivamente a la decisión de 
las cuestiones propiamente constitucionales;  

X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los 
casos y mediante las condiciones y garantías que determine la ley, 
para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la violación 
alegada, la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que 
pueda sufrir el agraviado con su ejecución, los que la suspensión 
origine a terceros perjudicados y el interés público.  
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Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias 
definitivas en materia penal al comunicarse la interposición del 
amparo, y en materia civil, mediante fianza que dé el quejoso para 
responder los daños y perjuicios que tal suspensión ocasionare, la 
cual quedará sin efecto si la otra parte da contrafianza para 
asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban si se 
concediese el amparo, y a pagar los daños y perjuicios 
consiguientes;  

XI. La suspensión se pedirá ante la autoridad responsable cuando se 
trate de amparos directos promovidos ante los Tribunales Colegiados 
de Circuito, y la propia autoridad responsable decidirá al 
respecto. En todo caso, el agraviado deberá presentar la demanda de 
amparo ante la propia autoridad responsable, acompañando copias de 
la demanda para las demás partes en el juicio, incluyendo al 
Ministerio Público y una para el expediente. En los demás casos, 
conocerán y resolverán sobre la suspensión los Juzgados de Distrito 
o de los Tribunales Unitarios de Circuito;  

XII. La violación de las garantías de los artículos 16, en materia 
penal, 19 y 20 se reclamará ante el superior del Tribunal que la 
cometa, o ante el Juez de Distrito o Tribunal Unitario de Circuito 
que corresponda, pudiéndose recurrir en uno y otro caso, las 
resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la 
fracción VIII.  

Si el juez de Distrito o el Tribunal Unitario de Circuito no 
residieren en el mismo lugar que reside la autoridad responsable, 
la ley determinará el juez ante el que se ha de prestar el escrito 
de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el acto 
reclamado, en los casos y términos que la misma ley establezca;  

XIII. Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis 
contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, los 
ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador General de 
la República, los mencionados Tribunales o las partes que 
intervinieron en los juicios en que dichas tesis fueron 
sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema 
Corte de Justicia, a fin de que el Pleno o la Sala respectiva, 
según corresponda, decidan la tesis que deba prevalecer como 
jurisprudencia.  

Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia sustenten tesis 
contradictorias en los juicios de amparo materia de su competencia, 
cualquiera de esas Salas, el Procurador General de la República o 
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las partes que intervinieron en los juicios en que tales hubieren 
sido sustentadas podrán denunciar la contradicción ante la Suprema 
Corte de Justicia, que funcionando en Pleno decidirá cuál tesis 
debe prevalecer.  

La resolución que pronuncien las Salas o el Pleno de la Suprema 
Corte en los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, 
sólo tendrá el efecto de fijar la jurisprudencia y no afectará las 
situaciones jurídicas concretas derivadas de las sentencias 
dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción;  

XIV. Salvo lo dispuesto en el párrafo final de la fracción II de 
este artículo, se decretará el sobreseimiento del amparo o la 
caducidad de la instancia por inactividad del quejoso o del 
recurrente, respectivamente, cuando el acto reclamado sea del orden 
civil o administrativo, en los casos y términos que señale la ley 
reglamentaria. La caducidad de la instancia dejará firme la 
sentencia recurrida;  

XV. El Procurador General de la República o el agente del 
Ministerio Público Federal que al efecto designare será parte en 
todos los juicios de amparo; pero podrán abstenerse de intervenir 
en dichos juicios cuando el caso de que se trate carezca, a su 
juicio, de interés público;  

XVI. Si concedido el amparo la autoridad responsable insiste en la 
repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de 
la autoridad federal, y la Suprema Corte de Justicia estima que es 
inexcusables el incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente 
separada de su cargo y consignada ante el juez de Distrito que 
corresponda. Si fuere excusable, previa declaración de 
incumplimiento o repetición, la Suprema Corte requerirá a la 
responsable y le otorgará un plazo prudente para que ejecute la 
sentencia. Si la autoridad no ejecuta la sentencia en el término 
concedido, la Suprema Corte de Justicia procederá en los términos 
primeramente señalados;  

Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de 
Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o 
repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el 
cumplimiento substitutivo  
de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente 
a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios 
económicos que pudiera obtener el quejoso. Igualmente, el quejoso 
podrá solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento 
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substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del 
acto lo permita.  

La inactividad procesal o la falta de promoción de parte 
interesada, en los procedimientos tendientes al cumplimiento de las 
sentencias de amparo, producirá su caducidad en los términos de la 
ley reglamentaria.  

XVII. La autoridad responsable será consignada a la autoridad 
correspondiente cuando no suspenda el acto reclamado debiendo 
hacerlo, y cuando admita fianza que resulte ilusoria o 
insuficiente, siendo, en estos dos últimos casos, solidaria la 
responsabilidad civil de la autoridad con el que ofreciere la 
fianza y el que la prestare; y  

XVIII. (Derogado).  

 
b. Ley Orgánica Del Poder Judicial De La Federación9 

Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en 
Pleno: 

 
I. De las controversias constitucionales y acciones de 

inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del 
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 

II. Del recurso de revisión contra sentencias pronunciadas en la 
audiencia constitucional por los jueces de distrito o los 
tribunales unitarios de circuito, en los siguientes casos: 

 
a) Cuando subsista en el recurso el problema de 

constitucionalidad de normas generales, si en la demanda de amparo 
se hubiese impugnado una ley federal, local, del Distrito Federal, 
o un tratado internacional, por estimarlos directamente violatorios 
de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 

 
b) Cuando se ejercite la facultad de atracción contenida en el 

segundo párrafo del inciso b) de la fracción VIII del artículo 107 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 
conocer de un amparo en revisión que por su interés y trascendencia 
así lo amerite, y 
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c) Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II 
y III del artículo 103 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, sin que baste la afirmación del quejoso sobre la 
existencia de un problema de esa naturaleza; 

 
III. Del recurso de revisión contra sentencias que en amparo 

directo pronuncien los tribunales colegiados de circuito, cuando 
habiéndose impugnado la inconstitucionalidad de una ley federal, 
local, del Distrito Federal o de un tratado internacional, o cuando 
en los conceptos de violación se haya planteado la interpretación 
directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, dichas sentencias decidan u omitan decidir sobre 
tales materias, debiendo limitarse en estos casos la materia del 
recurso a la decisión de las cuestiones propiamente 
constitucionales; 

 
IV. Del recurso de queja interpuesto en el caso a que se refiere 

la fracción V del artículo 95 de la Ley de Amparo, siempre que el 
conocimiento de la revisión en el juicio de garantías en el que la 
queja se haga valer le haya correspondido al Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia, en los términos del artículo 99, párrafo 
segundo, de la misma ley; 

 
V. Del recurso de reclamación contra las providencias o acuerdos 

del presidente de la Suprema Corte de Justicia, dictados durante la 
tramitación de los asuntos jurisdiccionales de la competencia del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia; 

 
VI. De las excusas e impedimentos de los ministros, en asuntos de 

la competencia de la Suprema Corte de Justicia funcionando en 
Pleno; 

 
VII. De la aplicación de la fracción XVI del artículo 107 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
 
VIII.- De las denuncias de contradicción entre tesis sustentadas 

por las Salas de la Suprema Corte de Justicia, por los tribunales 
colegiados de circuito cuando se trate de asuntos que por razón de 
la materia no sean de la competencia exclusiva de alguna de las 
Salas, o por el Tribunal Electoral en los términos de los artículos 
236 y 237 de esta ley; 
Fracción reformada DOF 22-11-1996 

 
IX. De los conflictos de trabajo suscitados con sus propios 

servidores en términos de la fracción XII del apartado B del 
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artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, a partir del dictamen que le presente la Comisión 
Substanciadora Unica del Poder Judicial de la Federación, en 
términos de los artículos 152 a 161 de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado reglamentaria del apartado B 
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en lo conducente; 

 
X. De los juicios de anulación de la declaratoria de exclusión de 

los Estados del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, y de los 
juicios sobre cumplimiento de los convenios de coordinación 
celebrados por el Gobierno Federal con los Gobiernos de los Estados 
o el Distrito Federal, de acuerdo con lo establecido por la Ley de 
Coordinación Fiscal, en términos de lo dispuesto por la Ley 
Reglamentaria del artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos en lo que hace a las controversias 
constitucionales; 

 
XI. De cualquier otro asunto de la competencia de la Suprema 

Corte de Justicia, cuyo conocimiento no corresponda a las Salas, y 
 
XII. De las demás que expresamente le confieran las leyes. 

 
 

c. Ley Reglamentaria De Las Fracciones I Y II Del Articulo 
105 De La Constitución Política De Los Estados Unidos 
Mexicanos10 

Título I 
Disposiciones Generales 
 
ARTICULO 1o. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y 

resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las 
controversias constitucionales y las acciones de 
inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del 
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las 
prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

 
ARTICULO 2o. Para los efectos de esta ley, se considerarán como 

hábiles todos los días que determine la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación. 
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ARTICULO 3o. Los plazos se computarán de conformidad con las 
reglas siguientes: 

 
I.  Comenzarán a correr al día siguiente al en que surta sus 

efectos la notificación, incluyéndose en ellos el día del 
vencimiento; 

 
II.  Se contarán sólo los días hábiles, y 
 
III.  No correrán durante los periodos de receso, ni en los 

días en que se suspendan las labores de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 

 
ARTICULO 4o. Las resoluciones deberán notificarse al día 

siguiente al en que se hubiesen pronunciado, mediante publicación 
en lista y por oficio entregado en el domicilio de las partes, por 
conducto del actuario o mediante correo en pieza certificada con 
acuse de recibo. En casos urgentes, podrá ordenarse que la 
notificación se haga por vía telegráfica. 

 
Las notificaciones al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 

se entenderán con el secretario de estado o jefe de departamento 
administrativo a quienes corresponda el asunto, o con el Consejero 
Jurídico del Gobierno, considerando las competencias establecidas 
en la ley. 

 
Las partes podrán designar a una o varias personas para oír 

notificaciones, imponerse de los autos y recibir copias de 
traslado. 

 
ARTICULO 5o. Las partes estarán obligadas a recibir los oficios 

de notificación que se les dirijan a sus oficinas, domicilio o 
lugar en que se encuentren. En caso de que las notificaciones se 
hagan por conducto de actuario, se hará constar el nombre de la 
persona con quien se entienda la diligencia y si se negare a firmar 
el acta o a recibir el oficio, la notificación se tendrá por 
legalmente hecha. 

 
ARTICULO 6o. Las notificaciones surtirán sus efectos a partir del 

día siguiente al en que hubieren quedado legalmente hechas. 
 
Las notificaciones que no fueren hechas en la forma establecida 

en este Título serán nulas. Declarada la nulidad se impondrá multa 
de uno a diez días al responsable, quien en caso de reincidencia 
será destituido de su cargo. 
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ARTICULO 7o. Las demandas o promociones de término podrán 

presentarse fuera del horario de labores, ante el Secretario 
General de Acuerdos o ante la persona designada por éste. 

 
ARTICULO 8o. Cuando las partes radiquen fuera del lugar de 

residencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las 
promociones se tendrán por presentadas en tiempo si los escritos u 
oficios relativos se depositan dentro de los plazos legales, en las 
oficinas de correos, mediante pieza certificada con acuse de 
recibo, o se envían desde la oficina de telégrafos que corresponda. 
En estos casos se entenderá que las promociones se presentan en la 
fecha en que las mismas se depositan en la oficina de correos o se 
envían desde la oficina de telégrafos, según sea el caso, siempre 
que tales oficinas se encuentren ubicadas en el lugar de residencia 
de las partes. 

 
ARTICULO 9o. Las multas previstas en esta ley se impondrán a 

razón de días de salario, sirviendo como base para calcularlas el 
mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de 
realizarse la conducta sancionada. 

 
Título II 
De las Controversias Constitucionales 
 
Capítulo I 
De las partes 
 
ARTICULO 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias 

constitucionales: 
 
I.  Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la 

controversia; 
 
II.  Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere 

emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto 
que sea objeto de la controversia; 

 
III.  Como tercero o terceros interesados, las entidades, 

poderes u órganos a que se refiere la fracción I del artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que sin tener el carácter de actores o demandados, 
pudieran resultar afectados por la sentencia que llegare a 
dictarse, y 
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IV.  El Procurador General de la República. 
 
ARTICULO 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero 

interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los 
funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén 
facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que 
quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta 
con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 

 
En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna 

forma diversa de representación a la prevista en el párrafo 
anterior; sin embargo, por medio de oficio podrán acreditarse 
delegados para que hagan promociones, concurran a las audiencias y 
en ellas rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los 
incidentes y recursos previstos en esta ley. 

 
El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos será representado 

por el secretario de estado, por el jefe del departamento 
administrativo o por el Consejero Jurídico del Gobierno, conforme 
lo determine el propio Presidente, y considerando para tales 
efectos las competencias establecidas en la ley. El acreditamiento 
de la personalidad de estos servidores públicos y su suplencia se 
harán en los términos previstos en las leyes o reglamentos 
interiores que correspondan. 

 
Capítulo II 
De los incidentes 
 
Sección I 
De los incidentes en general 
 
ARTICULO 12. Son incidentes de especial pronunciamiento el de 

nulidad de notificaciones, el de reposición de autos y el de 
falsedad de documentos. Cualquier otro incidente que surja en el 
juicio, con excepción del relativo a la suspensión, se fallará en 
la sentencia definitiva. 

 
ARTICULO 13. Los incidentes de especial pronunciamiento podrán 

promoverse por las partes ante el ministro instructor antes de que 
se dicte sentencia. 

 
Tratándose del incidente de reposición de autos, el ministro 

instructor ordenará certificar la existencia anterior y la falta 
posterior del expediente, quedando facultado para llevar a cabo 
aquellas investigaciones que no sean contrarias a derecho. 
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Los incidentes se sustanciarán en una audiencia en la que el 

ministro instructor recibirá las pruebas y los alegatos de las 
partes y dictará la resolución que corresponda. 

 
Sección II 
De la suspensión 
 
ARTICULO 14. Tratándose de las controversias constitucionales, el 

ministro instructor, de oficio o a petición de parte, podrá 
conceder la suspensión del acto que las motivare, hasta antes de 
que se dicte la sentencia definitiva. La suspensión se concederá 
con base en los elementos que sean proporcionados por las partes o 
recabados por el ministro instructor en términos del artículo 35, 
en aquello que resulte aplicable. 

 
La suspensión no podrá otorgarse en aquellos casos en que la 

controversia se hubiere planteado respecto de normas generales. 
 
ARTICULO 15. La suspensión no podrá concederse en los casos en 

que se pongan en peligro la seguridad o economía nacionales, las 
instituciones fundamentales del orden jurídico mexicano o pueda 
afectarse gravemente a la sociedad en una proporción mayor a los 
beneficios que con ella pudiera obtener el solicitante. 

 
ARTICULO 16. La suspensión se tramitará por vía incidental y 

podrá ser solicitada por las partes en cualquier tiempo hasta antes 
de que se dicte sentencia definitiva. 

 
ARTICULO 17. Hasta en tanto no se dicte la sentencia definitiva, 

el ministro instructor podrá modificar o revocar el auto de 
suspensión por él mismo dictado, siempre que ocurra un hecho 
superveniente que lo fundamente. 

 
Si la suspensión hubiere sido concedida por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el recurso de 
reclamación previsto en el artículo 51, el ministro instructor 
someterá a la consideración del propio Pleno los hechos 
supervenientes que fundamenten la modificación o revocación de la 
misma, a efecto de que éste resuelva lo conducente. 

 
ARTICULO 18. Para el otorgamiento de la suspensión deberán 

tomarse en cuenta las circunstancias y características particulares 
de la controversia constitucional. El auto o la interlocutoria 
mediante el cual se otorgue deberá señalar con precisión los 
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alcances y efectos de la suspensión, los órganos obligados a 
cumplirla, los actos suspendidos, el territorio respecto del cual 
opere, el día en que deba surtir sus efectos y, en su caso, los 
requisitos para que sea efectiva. 

 
Capítulo III 
De la improcedencia y del sobreseimiento 
 
ARTICULO 19. Las controversias constitucionales son 

improcedentes: 
 
I. Contra decisiones de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación; 
 
II. Contra normas generales o actos en materia electoral; 
 
III. Contra normas generales o actos que sean materia de una 

controversia pendiente de resolver, siempre que exista 
identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de 
invalidez; 

 
IV. Contra normas generales o actos que hubieren sido materia 

de una ejecutoria dictada en otra controversia, o contra las 
resoluciones dictadas con motivo de su ejecución, siempre que 
exista identidad de partes, normas generales o actos y 
conceptos de invalidez, en los casos a que se refiere el 
artículo 105, fracción I, último párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
V. Cuando hayan cesado los efectos de la norma general o acto 

materia de la controversia; 
 
VI. Cuando no se haya agotado la vía legalmente prevista para 

la solución del propio conflicto; 
 
VII. Cuando la demanda se presentare fuera de los plazos 

previstos en el artículo 21, y 
 
VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de 

alguna disposición de esta ley. 
 
En todo caso, las causales de improcedencia deberán examinarse de 

oficio. 
 
ARTICULO 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: 
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I.  Cuando la parte actora se desista expresamente de la 

demanda interpuesta en contra de actos, sin que en ningún caso 
pueda hacerlo tratándose de normas generales; 

Fe de erratas a la fracción DOF 19-05-1995 

 
II.  Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna 

de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 
anterior; 

 
III.  Cuando de las constancias de autos apareciere claramente 

demostrado que no existe la norma o acto materia de la 
controversia, o cuando no se probare la existencia de ese 
último; y 

 
IV.  Cuando por convenio entre las partes, haya dejado de 

existir el acto materia de la controversia, sin que en ningún 
caso ese convenio pueda recaer sobre normas generales. 

 
Capítulo IV 
De la demanda y su contestación 
 
ARTICULO 21. El plazo para la interposición de la demanda será: 
 
I.  Tratándose de actos, de treinta días contados a partir 

del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto 
surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que 
se reclame; al en que se haya tenido conocimiento de ellos o 
de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de 
los mismos; 

 
II.  Tratándose de normas generales, de treinta días contados 

a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del 
día siguiente al en que se produzca el primer acto de 
aplicación de la norma que dé lugar a la controversia, y 

 
III.  Tratándose de los conflictos de límites distintos de los 

previstos en el artículo 73, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, de sesenta días 
contados a partir de la entrada en vigor de la norma general o 
de la realización del acto que los origine. 

 
ARTICULO 22. El escrito de demanda deberá señalar: 
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I.  La entidad, poder u órgano actor, su domicilio y el 

nombre y cargo del funcionario que los represente; 
 
II.  La entidad, poder u órgano demandado y su domicilio; 
 
III.  Las entidades, poderes u órganos terceros interesados, si 

los hubiere, y sus domicilios; 
 
IV.  La norma general o acto cuya invalidez se demande, así 

como, en su caso, el medio oficial en que se hubieran 
publicado; 

 
V.  Los preceptos constitucionales que, en su caso, se 

estimen violados; 
 
VI.  La manifestación de los hechos o abstenciones que le 

consten al actor y que constituyan los antecedentes de la 
norma general o acto cuya invalidez se demande, y 

 
VII.  Los conceptos de invalidez. 
 
ARTICULO 23. El escrito de contestación de demanda deberá 

contener, cuando menos: 
 
I.  La relación precisa de cada uno de los hechos narrados 

por la parte actora, afirmándolos, negándolos, expresando que 
los ignora por no ser propios o exponiendo cómo ocurrieron, y 

 
II.  Las razones o fundamentos jurídicos que se estimen 

pertinentes para sostener la validez de la norma general o 
acto de que se trate. 

 
Capítulo V 
De la instrucción 
 
ARTICULO 24. Recibida la demanda, el Presidente de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación designará, según el turno que 
corresponda, a un ministro instructor a fin de que ponga el proceso 
en estado de resolución. 

 
ARTICULO 25. El ministro instructor examinará ante todo el 

escrito de demanda, y si encontrare motivo manifiesto e indudable 
de improcedencia, la desechará de plano. 
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ARTICULO 26. Admitida la demanda, el ministro instructor ordenará 
emplazar a la parte demandada para que dentro del término de 
treinta días produzca su contestación, y dará vista a las demás 
partes para que dentro del mismo plazo manifiesten lo que a su 
derecho convenga. 

 
Al contestar la demanda, la parte demandada podrá, en su caso, 

reconvenir a la actora, aplicándose al efecto lo dispuesto en esta 
ley para la demanda y contestación originales. 

 
ARTICULO 27. El actor podrá ampliar su demanda dentro de los 

quince días siguientes al de la contestación si en esta última 
apareciere un hecho nuevo, o hasta antes de la fecha de cierre de 
la instrucción si apareciere un hecho superveniente. La ampliación 
de la demanda y su contestación se tramitarán conforme a lo 
previsto para la demanda y contestación originales. 

 
ARTICULO 28. Si los escritos de demanda, contestación, 

reconvención o ampliación fueren obscuros o irregulares, el 
ministro instructor prevendrá a los promoventes para que subsanen 
las irregularidades dentro del plazo de cinco días. 

 
De no subsanarse las irregularidades requeridas, y si a juicio 

del ministro instructor la importancia y trascendencia del asunto 
lo amerita, correrá traslado al Procurador General de la República 
por cinco días, y con vista en su pedimento si lo hiciere, admitirá 
o desechará la demanda dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes. 

 
ARTICULO 29. Habiendo transcurrido el plazo para contestar la 

demanda y, en su caso, su ampliación o la reconvención, el ministro 
instructor señalará fecha para una audiencia de ofrecimiento y 
desahogo de pruebas que deberá verificarse dentro de los treinta 
días siguientes. El ministro instructor podrá ampliar el término de 
celebración de la audiencia, cuando la importancia y trascendencia 
del asunto así lo amerite. 

 
ARTICULO 30. La falta de contestación de la demanda o, en su 

caso, de la reconvención dentro del plazo respectivo, hará presumir 
como ciertos los hechos que se hubieren señalado en ellas, salvo 
prueba en contrario, siempre que se trate de hechos directamente 
imputados a la parte actora o demandada, según corresponda. 

 
ARTICULO 31. Las partes podrán ofrecer todo tipo de pruebas, 

excepto la de posiciones y aquellas que sean contrarias a derecho. 
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En cualquier caso, corresponderá al ministro instructor desechar de 
plano aquellas pruebas que no guarden relación con la controversia 
o no influyan en la sentencia definitiva. 

 
ARTICULO 32. Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la 

audiencia, excepto la documental que podrá presentarse con 
anterioridad, sin perjuicio de que se haga relación de ella en la 
propia audiencia y se tenga como recibida en ese acto, aunque no 
exista gestión expresa del interesado. 

 
Las pruebas testimonial, pericial y de inspección ocular deberán 

anunciarse diez días antes de la fecha de la audiencia, sin contar 
esta última ni la de ofrecimiento, exhibiendo copia de los 
interrogatorios para los testigos y el cuestionario para los 
peritos, a fin de que las partes puedan repreguntar en la 
audiencia. En ningún caso se admitirán más de tres testigos por 
cada hecho. 

 
Al promoverse la prueba pericial, el ministro instructor 

designará al perito o peritos que estime convenientes para la 
práctica de la diligencia. Cada una de las partes podrá designar 
también un perito para que se asocie al nombrado por el ministro 
instructor o rinda su dictamen por separado. Los peritos no son 
recusables, pero el nombrado por el ministro instructor deberá 
excusarse de conocer cuando en él ocurra alguno de los impedimentos 
a que se refiere la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación. 

 
ARTICULO 33. A fin de que las partes puedan rendir sus pruebas, 

todas las autoridades tienen obligación de expedirles oportunamente 
las copias o documentos que soliciten y, en caso contrario, pedirán 
al ministro instructor que requiera a los omisos. Si a pesar del 
requerimiento no se expidieren las copias o documentos, el ministro 
instructor, a petición de parte, hará uso de los medios de apremio 
y denunciará a la autoridad omisa por desobediencia a su mandato. 

 
ARTICULO 34. Las audiencias se celebrarán con o sin la asistencia 

de las partes o de sus representantes legales. Abierta la audiencia 
se procederá a recibir, por su orden, las pruebas y los alegatos 
por escrito de las partes. 

 
ARTICULO 35. En todo tiempo, el ministro instructor podrá 

decretar pruebas para mejor proveer, fijando al efecto fecha para 
su desahogo. Asimismo, el propio ministro podrá requerir a las 
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partes para que proporcionen los informes o aclaraciones que estime 
necesarios para la mejor resolución del asunto. 

 
ARTICULO 36. Una vez concluida la audiencia, el ministro 

instructor someterá a la consideración del Tribunal Pleno el 
proyecto de resolución respectivo en los términos previstos en la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

 
ARTICULO 37. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, a 

solicitud de alguno de sus integrantes podrá, mediante acuerdos 
generales, acordar el aplazamiento de la resolución de los juicios 
de amparo radicados en ella, hasta en tanto se resuelva una 
controversia constitucional siempre que las normas impugnadas en 
unos y otra fueren las mismas. En este supuesto, no correrá el 
término de caducidad previsto en el artículo 74, fracción V de la 
Ley de Amparo. 

 
ARTICULO 38. No procederá la acumulación de controversias, pero 

cuando exista conexidad entre dos o más de ellas y su estado 
procesal lo permita, podrá acordarse que se resuelvan en la misma 
sesión. 

 
Capítulo VI 
De las sentencias 
 
ARTICULO 39. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación corregirá los errores que advierta en la cita de los 
preceptos invocados y examinará en su conjunto los razonamientos de 
las partes a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada. 

 
ARTICULO 40. En todos los casos la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación deberá suplir la deficiencia de la demanda, contestación, 
alegatos o agravios. 

 
ARTICULO 41. Las sentencias deberán contener: 
 
I.  La fijación breve y precisa de las normas generales o 

actos objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación 
de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados; 

 
II.  Los preceptos que la fundamenten; 
 
III.  Las consideraciones que sustenten su sentido, así como 

los preceptos que en su caso se estimaren violados; 
 

http://cijulenlinea.ucr.ac.cr/
mailto:cijulenlinea@abogados.or.cr


 

 

Centro  de Información  Jurídica en Línea      
 

 

 
Dirección Web http://cijulenlinea.ucr.ac.cr/ Teléfono 207-56-98  

E-mail: cijulenlinea@abogados.or.cr 

IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con 
precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las 
normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos 
aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el 
ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la 
invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse 
a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia 
norma invalidada; 

 
V.  Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o 

declaren la validez o invalidez de las normas generales o 
actos impugnados, y en su caso la absolución o condena 
respectivas, fijando el término para el cumplimiento de las 
actuaciones que se señalen; 

 
VI.  En su caso, el término en el que la parte condenada deba 

realizar una actuación. 
 
ARTICULO 42. Siempre que las controversias versen sobre 

disposiciones generales de los Estados o de los Municipios 
impugnadas por la Federación, de los Municipios impugnadas por los 
Estados, o en los casos a que se refieren los incisos c), h) y k) 
de la fracción I del artículo 105 constitucional, y la resolución 
de la Suprema Corte de Justicia las declare inválidas, dicha 
resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido aprobada 
por una mayoría de por lo menos ocho votos. 

 
En aquellas controversias respecto de normas generales en que no 

se alcance la votación mencionada en el párrafo anterior, el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia declarará desestimadas dichas 
controversias. En estos casos no será aplicable lo dispuesto en el 
artículo siguiente. 

 
En todos los demás casos las resoluciones tendrán efectos 

únicamente respecto de las partes en la controversia. 
 
ARTICULO 43. Las razones contenidas en los considerandos que 

funden los resolutivos de las sentencias aprobadas por cuando menos 
ocho votos, serán obligatorias para las Salas, tribunales unitarios 
y colegiados de circuito, juzgados de distrito, tribunales 
militares, agrarios y judiciales del orden común de los Estados y 
del Distrito Federal, y administrativos y del trabajo, sean éstos 
federales o locales. 
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ARTICULO 44. Dictada la sentencia, el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ordenará notificarla a las partes, y 
mandará publicarla de manera íntegra en el Semanario Judicial de la 
Federación, conjuntamente con los votos particulares que se 
formulen. 

 
Cuando en la sentencia se declare la invalidez de normas 

generales, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ordenará, además, su inserción en el Diario Oficial de la 
Federación y en el órgano oficial en que tales normas se hubieren 
publicado. 

 
ARTICULO 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la 

fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos 

retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los 
principios generales y disposiciones legales aplicables de esta 
materia. 

 
Capítulo VII 
De la ejecución de sentencias. 
 
ARTICULO 46. Las partes condenadas informarán en el plazo 

otorgado por la sentencia, del cumplimiento de la misma al 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien 
resolverá si aquélla ha quedado debidamente cumplida. 

 
Una vez transcurrido el plazo fijado en la sentencia para el 

cumplimiento de alguna actuación sin que ésta se hubiere producido, 
las partes podrán solicitar al Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación que requiera a la obligada para que de 
inmediato informe sobre su cumplimiento. Si dentro de las cuarenta 
y ocho horas siguientes a la notificación de dicho requerimiento la 
ejecutoria no estuviere cumplida, cuando la naturaleza del acto así 
lo permita, no se encontrase en vía de ejecución o se tratare de 
eludir su cumplimiento, el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación turnará el asunto al ministro ponente para 
que someta al Pleno el proyecto por el cual se aplique el último 
párrafo del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

 
ARTICULO 47. Cuando cualquiera autoridad aplique una norma 

general o acto declarado inválido, cualquiera de las partes podrá 
denunciar el hecho ante el Presidente de la Suprema Corte de 
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Justicia de la Nación, quien dará vista a la autoridad señalada 
como responsable, para que en el plazo de quince días deje sin 
efectos el acto que se le reclame, o para que alegue lo que 
conforme a derecho corresponda. 

 
Si en los casos previstos anteriormente, las autoridades no dejan 

sin efectos los actos de que se trate, el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación turnará el asunto al Ministro 
Ponente para que a la vista de los alegatos, si los hubiere, someta 
al Tribunal Pleno la resolución respectiva a esta cuestión. Si el 
Pleno declara que efectivamente hay una repetición o aplicación 
indebida de una norma general o acto declarado inválido, mandará 
que se cumpla con lo dispuesto por el último párrafo del artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
ARTICULO 48. Lo dispuesto en el artículo anterior, se entenderá 

sin perjuicio de que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación haga cumplir la ejecutoria de que se trate, dictando 
las providencias que estime necesarias. 

 
ARTICULO 49. Cuando en términos de los artículos 46 y 47, la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación hiciere una consignación por 
incumplimiento de ejecutoria o por repetición del acto invalidado, 
los jueces de distrito se limitarán a sancionar los hechos materia 
de la consignación en los términos que prevea la legislación penal 
federal para el delito de abuso de autoridad. 

 
Si de la consignación hecha por la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, o durante la secuela del proceso penal, se presume la 
posible comisión de un delito distinto a aquel que fue materia de 
la propia consignación, se procederá en los términos dispuestos en 
la parte final del párrafo segundo del artículo 19 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en lo que 
sobre el particular establezcan los ordenamientos de la materia. 

 
ARTICULO 50. No podrá archivarse ningún expediente sin que quede 

cumplida la sentencia o se hubiere extinguido la materia de la 
ejecución. 

 
Capítulo VIII 
De los recursos 
 
Sección I 
De la reclamación 
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ARTICULO 51. El recurso de reclamación procederá en los 
siguientes casos: 

 
I.  Contra los autos o resoluciones que admitan o desechen 

una demanda, su contestación o sus respectivas ampliaciones; 
 
II.  Contra los autos o resoluciones que pongan fin a la 

controversia o que por su naturaleza trascendental y grave 
puedan causar un agravio material a alguna de las partes no 
reparable en la sentencia definitiva; 

 
III.  Contra las resoluciones dictadas por el ministro 

instructor al resolver cualquiera de los incidentes previstos 
en el artículo 12; 

 
IV.  Contra los autos del ministro instructor en que se 

otorgue, niegue, modifique o revoque la suspensión; 
 
V.  Contra los autos o resoluciones del ministro instructor 

que admitan o desechen pruebas; 
 
VI.  Contra los autos o resoluciones del Presidente de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación que tengan por 
cumplimentadas las ejecutorias dictadas por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación; y 

 
VII.  En los demás casos que señale esta ley. 
 
ARTICULO 52. El recurso de reclamación deberá interponerse en un 

plazo de cinco días y en él deberán expresarse agravios y 
acompañarse pruebas. 

 
ARTICULO 53. El recurso de reclamación se promoverá ante el 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien 
correrá traslado a las demás partes para que dentro del plazo de 
cinco días aleguen lo que a su derecho convenga. Transcurrido este 
último plazo, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación turnará los autos a un ministro distinto del instructor a 
fin de que elabore el proyecto de resolución que deba someterse al 
Tribunal Pleno. 

 
ARTICULO 54. Cuando el recurso de reclamación se interponga sin 

motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, a su 
abogado o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de 
salario. 
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Sección II 
De la queja 
 
ARTICULO 55. El recurso de queja es procedente: 
 
I.  Contra la parte demandada o cualquier otra autoridad, por 

violación, exceso o defecto en la ejecución del auto o 
resolución por el que se haya concedido la suspensión, y 

 
II.  Contra la parte condenada, por exceso o defecto en la 

ejecución de una sentencia. 
 
ARTICULO 56. El recurso de queja se interpondrá: 
 
I.  En los casos de la fracción I del artículo 55, ante el 

ministro instructor hasta en tanto se falle la controversia en 
lo principal, y 

 
II.  Tratándose de la fracción II del propio artículo 55, ante 

el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
dentro del año siguiente al de la notificación a la parte 
interesada de los actos por los que se haya dado cumplimiento 
a la sentencia, o al en que la entidad o poder extraño 
afectado por la ejecución tenga conocimiento de esta última. 

 
ARTICULO 57. Admitido el recurso se requerirá a la autoridad 

contra la cual se hubiere interpuesto para que dentro de un plazo 
de quince días deje sin efectos la norma general o acto que diere 
lugar al recurso o, para que rinda un informe y ofrezca pruebas. La 
falta o deficiencia de este informe establecerá la presunción de 
ser ciertos los hechos imputados, sin perjuicio de que se le 
imponga una multa de diez a ciento ochenta días de salario. 

 
Transcurrido el término señalado en el párrafo anterior y siempre 

que subsista la materia del recurso, en el supuesto de la fracción 
I del artículo precedente, el ministro instructor fijará fecha para 
la celebración de una audiencia dentro de los diez días siguientes 
a fin de que se desahoguen las pruebas y se formulen por escrito 
los alegatos; para el caso de la fracción II, el Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, turnará el expediente a un 
ministro instructor para los mismos efectos. 

 
ARTICULO 58. El ministro instructor elaborará el proyecto de 

resolución respectivo y lo someterá al Tribunal Pleno, quien de 
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encontrarlo fundado, sin perjuicio de proveer lo necesario para el 
cumplimiento debido de la suspensión o para la ejecución de que se 
trate, determine en la propia resolución lo siguiente: 

 
I.  Si se trata del supuesto previsto en la fracción I del 

artículo 55, que la autoridad responsable sea sancionada en 
los términos establecidos en el Código Penal para el delito de 
abuso de autoridad, por cuanto hace a la desobediencia 
cometida, independientemente de cualquier otro delito en que 
incurra, y 

 
II.  En el caso a que se refiere la fracción II del artículo 

55, que se aplique lo dispuesto en el último párrafo del 
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

 
Título III 
De las Acciones de inconstitucionalidad 
 
Capítulo I 
Disposiciones generales 
 
ARTICULO 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán 

en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo 
conducente, las disposiciones contenidas en el Título II. 

 
ARTICULO 60. El plazo para ejercitar la acción de 

inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a 
partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado 
internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio 
oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá 
presentarse el primer día hábil siguiente. 

 
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los 

días son hábiles. 

Párrafo adicionado DOF 22-11-1996 

 
ARTICULO 61. La demanda por la que se ejercita la acción de 

inconstitucionalidad deberá contener: 
 
I.  Los nombres y firmas de los promoventes; 
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II.  Los órganos legislativos y ejecutivo que hubieran emitido 
y promulgado las normas generales impugnadas; 

 
III.  La norma general cuya invalidez se reclame y el medio 

oficial en que se hubiere publicado; 
 
IV.  Los preceptos constitucionales que se estimen violados; y 
 
V.  Los conceptos de invalidez. 
 
ARTICULO 62. En los casos previstos en los incisos a), b), d) y 

e) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, la demanda en que se ejercite la 
acción deberá estar firmada por cuando menos el treinta y tres por 
ciento de los integrantes de los correspondientes órganos 
legislativos. 

 
La parte demandante, en la instancia inicial, deberá designar 

como representantes comunes a cuando menos dos de sus integrantes, 
quienes actuarán conjunta o separadamente durante todo el 
procedimiento y aun después de concluido éste. Si no se designaren 
representantes comunes, el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación lo hará de oficio. Los representantes comunes 
podrán acreditar delegados para que hagan promociones, concurran a 
las audiencias y en ellas rindan pruebas y formulen alegatos, así 
como para que promuevan los incidentes y recursos previstos en esta 
ley. 

 
En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del 

artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se considerarán parte demandante en los procedimientos 
por acciones en contra de leyes electorales, además de las 
señaladas en la fracción I del artículo 10 de esta ley, a los 
partidos políticos con registro por conducto de sus dirigencias 
nacionales o estatales, según corresponda, a quienes les será 
aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros 
párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento. 

Párrafo adicionado DOF 22-11-1996 

 
ARTICULO 63. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos será 

representado en las acciones de inconstitucionalidad en términos 
del tercer párrafo del artículo 11 de esta ley. 
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Capítulo II 
Del Procedimiento 
 
ARTICULO 64. Iniciado el procedimiento, conforme al artículo 24, 

si el escrito en que se ejercita la acción fuere obscuro o 
irregular, el ministro instructor prevendrá al demandante o a sus 
representantes comunes para que hagan las aclaraciones que 
correspondan dentro del plazo de cinco días. Una vez transcurrido 
este plazo, dicho ministro dará vista a los órganos legislativos 
que hubieren emitido la norma y el órgano ejecutivo que la hubiere 
promulgado, para que dentro del plazo de quince días rindan un 
informe que contenga las razones y fundamentos tendientes a 
sostener la validez de la norma general impugnada o la 
improcedencia de la acción de inconstitucionalidad. Tratándose del 
Congreso de la Unión, cada una de las Cámaras rendirá por separado 
el informe previsto en este artículo. 

 
En los procedimientos por acciones en contra de leyes 

electorales, los plazos a que se refiere el párrafo anterior serán, 
respectivamente, de tres días para hacer aclaraciones y de seis 
días para rendir el informe que contenga las razones y fundamentos 
tendientes a sostener la constitucionalidad de la ley impugnada. 

Párrafo adicionado DOF 22-11-1996 

 
La admisión de una acción de inconstitucionalidad no dará lugar a 

la suspensión de la norma cuestionada. 
 
ARTICULO 65.- En las acciones de inconstitucionalidad, el 

ministro instructor de acuerdo al artículo 25, podrá aplicar las 
causales de improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta 
ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, 
así como las causales de sobreseimiento a que se refieren las 
fracciones II y III del artículo 20. 

Párrafo reformado DOF 22-11-1996 

 
La causales previstas en las fracciones III y IV del artículo 19 

sólo podrán aplicarse cuando los supuestos contemplados en éstas se 
presenten respecto de otra acción de inconstitucionalidad. 

 
ARTICULO 66. Salvo en los casos en que el Procurador General de 

la República hubiere ejercitado la acción, el ministro instructor 
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le dará vista con el escrito y con los informes a que se refiere el 
artículo anterior, a efecto de que hasta antes de la citación para 
sentencia, formule el pedimento que corresponda. 

 
ARTICULO 67. Después de presentados los informes previstos en el 

artículo 64 o habiendo transcurrido el plazo para ello, el ministro 
instructor pondrá los autos a la vista de las partes a fin de que 
dentro del plazo de cinco días formulen alegatos. 

 
Cuando la acción intentada se refiera a leyes electorales, el 

plazo señalado en el párrafo anterior será de dos días.  

Párrafo adicionado DOF 22-11-1996 

 
ARTICULO 68. Hasta antes de dictarse sentencia, el ministro 

instructor podrá solicitar a las partes o a quien juzgue 
conveniente, todos aquellos elementos que a su juicio resulten 
necesarios para la mejor solución del asunto. 

 
Cuando la acción de inconstitucionalidad se interponga en contra 

de una ley electoral, el ministro instructor podrá solicitar 
opinión a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. 

Párrafo adicionado DOF 22-11-1996 

 
Agotado el procedimiento, el ministro instructor propondrá al 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el proyecto de 
sentencia para la resolución definitiva del asunto planteado. 

 
En los casos de materia electoral, el proyecto de sentencia a que 

se refiere el párrafo anterior deberá ser sometido al Pleno dentro 
de los cinco días siguientes a aquel en que se haya agotado el 
procedimiento, debiéndose dictar el fallo por el Pleno a más tardar 
en un plazo de cinco días, contados a partir de que el ministro 
instructor haya presentado su proyecto. 

Párrafo adicionado DOF 22-11-1996 

 
ARTICULO 69. El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de oficio o a petición de parte, podrá decretar la 
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acumulación de dos o más acciones de inconstitucionalidad siempre 
que en ellas se impugne la misma norma. 

 
Cuando exista conexidad entre acciones de inconstitucionalidad, 

controversias constitucionales y juicios de amparo, se estará a lo 
dispuesto en los artículos 37 y 38 de esta ley. 

 
ARTICULO 70. El recurso de reclamación previsto en el artículo 51 

únicamente procederá en contra de los autos del ministro instructor 
que decreten la improcedencia o el sobreseimiento de la acción. 

 
En materia electoral el plazo para interponer el recurso de 

reclamación a que se refiere el párrafo anterior será de tres días 
y el Pleno de la Suprema Corte lo resolverá de plano, dentro de los 
tres días siguientes a su interposición. 

Párrafo adicionado DOF 22-11-1996 

 
Capítulo III 
De las sentencias 
 
ARTICULO 71. Al dictar sentencia, la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación deberá corregir los errores que advierta en la cita de 
los preceptos invocados y suplirá los conceptos de invalidez 
planteados en la demanda. La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
podrá fundar su declaratoria de inconstitucionalidad en la 
violación de cualquier precepto constitucional, haya o no sido 
invocado en el escrito inicial. 

 
Las sentencias que dicte la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación sobre la no conformidad de leyes electorales a la 
Constitución, sólo podrán referirse a la violación de los preceptos 
expresamente señalados en el escrito inicial. 

Párrafo adicionado DOF 22-11-1996 

 
ARTICULO 72. Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia 

sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, si 
fueren aprobadas por cuando menos ocho votos. Si no se aprobaran 
por la mayoría indicada, el Tribunal Pleno desestimará la acción 
ejercitada y ordenará el archivo del asunto. 
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ARTICULO 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los 
artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley. 

 
TRANSITORIOS 
 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor 30 días después de 
su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

 
SEGUNDO.- Las controversias constitucionales y ordinarias 

pendientes de resolución a la entrada en vigor del presente 
decreto, se tramitarán y resolverán en los términos establecidos en 
las disposiciones aplicables al momento en que se iniciaron. 

 
TERCERO.- Se derogan los párrafos segundo a cuarto, inclusive, 

del artículo 12 de la Ley de Coordinación Fiscal, así como todas 
las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan a esta 
ley. 

 
CUARTO.- En tanto entra en vigor el presente decreto, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación dictará los acuerdos generales 
necesarios para la debida aplicación de esta ley. 

 
 

d. Ley de Amparo11 

Artículo 1o.- El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda 
controversia que se suscite: 

I.- Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías 
individuales; 

II.- Por leyes o actos de la autoridad federal, que vulneren o 
restrinjan la soberanía de los Estados; 

III.- Por leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan 
la esfera de la autoridad federal. 

Artículo 2o.- El juicio de amparo se substanciará y decidirá con 
arreglo a las formas y procedimientos que se determinan en el 
presente libro, ajustándose, en materia agraria, a las prevenciones 
específicas a que se refiere el libro segundo de esta ley. 

A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del 
Código Federal de Procedimientos Civiles. 
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Artículo 3o.- En los juicios de amparo todas las promociones 
deberán hacerse por escrito, salvo las que se hagan en las 
audiencias y notificaciones, así como en las comparecencias a que 
se refiere el artículo 117 de esta ley. 

Las copias certificadas que se expidan para la substanciación del 
juicio de amparo, directo o indirecto, no causarán contribución 
alguna. 

Artículo 3 Bis.- Las multas previstas en esta ley se impondrán a 
razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como 
base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al 
momento de realizarse la conducta sancionada. 

El juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta Ley a 
los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe. 

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario 
mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el 
Distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o 
de interponerse el recurso. 

4. República de Chile 
a. Constitución Política de la República de Chile12 

Artículo 81.  

Habrá un Tribunal Constitucional integrado por siete miembros, 
designados en la siguiente forma:  

a. Tres ministros de la Corte Suprema, elegidos por ésta, por 
mayoría absoluta, en votaciones sucesivas y secretas;  

b. Un abogado designado por el Presidente de la República;  

c. Dos abogados elegidos por el Consejo de Seguridad Nacional;  

d. Un abogado elegido por el Senado, por mayoría absoluta de los 
senadores en ejercicio.  

Las personas referidas en las letras b), c) y d) deberán tener a lo 
menos quince años de título, haberse destacado en la actividad 
profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento 
alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez, estarán 
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sometidas a las normas de los artículos 55 y 56, y sus cargos serán 
incompatibles con el de diputado o senador, así como también con la 
calidad de ministro del Tribunal Calificador de Elecciones.  

Los miembros del Tribunal durarán ocho años en sus cargos, se 
renovarán por parcialidades cada cuatro años y serán inamovibles.  

Les serán aplicables las disposiciones de los artículos 77, inciso 
segundo, en lo relativo a edad y el artículo 78.  

Las personas a que se refiere la letra a) cesarán también en sus 
cargos si dejaren de ser ministros de la Corte Suprema por 
cualquier causa.  

En caso de que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su 
cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda de acuerdo 
con el inciso primero de este artículo y por el tiempo que falte al 
reemplazado para completar su período.  

El quórum para sesionar será de cinco miembros. El Tribunal 
adoptará sus acuerdos por simple mayoría y fallará con arreglo a 
derecho.  

Una ley orgánica constitucional determinará la planta, 
remuneraciones y estatuto del personal del Tribunal Constitucional, 
así como su organización y funcionamiento.  

Artículo 82.  

Son atribuciones del Tribunal Constitucional:  

1.º Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes 
orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes 
que interpreten algún precepto de la Constitución;  

2.º Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se 
susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de 
reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación 
del Congreso;  

3.º Resolver las cuestiones que se susciten sobre la 
constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;  

4.º Resolver las cuestiones que se susciten sobre 
constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, 
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sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal 
Calificador de Elecciones;  

5.º Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la 
República no promulgue una ley cuando deba hacerlo, promulgue un 
texto diverso del que constitucionalmente corresponda o dicte un 
decreto inconstitucional;  

6.º Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución 
del Presidente de la República que la Contraloría haya representado 
por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el 
Presidente en conformidad al artículo 88;  

7.º Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los 
movimientos o partidos políticos, como asimismo la responsabilidad 
de las personas que hubieren tenido participación en los hechos que 
motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a 
lo dispuesto en los incisos sexto, séptimo y octavo del número 15.º 
del artículo 19 de esta Constitución. Sin embargo, si la persona 
afectada fuere el Presidente de la República o el Presidente 
electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del 
Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;  

8.º Derogado.  

9.º Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 49 
número 7 de esta Constitución;  

10.º Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales 
que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, 
permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras 
funciones;  

11.º Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y 
causales de cesación en el cargo de los parlamentarios, y  

12.º Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos 
dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria del 
Presidente de la República, cuando ellos se refieran a materias que 
pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 60.  

El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos 
cuando conozca de las atribuciones indicadas en los números 7.º, 
9.º y 10.º, como, asimismo, cuando conozca de las causales de 
cesación en el cargo de parlamentario.  
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En el caso del número 1.º, la Cámara de origen enviará al Tribunal 
Constitucional el proyecto respectivo dentro de los cinco días 
siguientes a aquel en que quede totalmente tramitado por el 
Congreso.  

En el caso del número 2.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la 
materia a requerimiento del Presidente de la República, de 
cualquiera de las Cámaras o de una cuarta parte de sus miembros en 
ejercicio, siempre que sea formulado antes de la promulgación de la 
ley.  

El Tribunal deberá resolver dentro del plazo de diez días contado 
desde que reciba el requerimiento, a menos que decida prorrogarlo 
hasta por otros diez días por motivos graves y calificados.  

El requerimiento no suspenderá la tramitación del proyecto; pero la 
parte impugnada de éste no podrá ser promulgada hasta la expiración 
del plazo referido, salvo que se trate del proyecto de Ley de 
Presupuestos o del proyecto relativo a la declaración de guerra 
propuesta por el Presidente de la República.  

En el caso del número 3.º, la cuestión podrá ser planteada por el 
Presidente de la República dentro del plazo de diez días cuando la 
Contraloría rechace por inconstitucional un decreto con fuerza de 
ley. También podrá ser promovida por cualquiera de las Cámaras o 
por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio en caso de que la 
Contraloría hubiere tomado razón de un decreto con fuerza de ley 
que se impugne de inconstitucional. Este requerimiento deberá 
efectuarse dentro del plazo de treinta días, contado desde la 
publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.  

En el caso del número 4.º, la cuestión podrá promoverse a 
requerimiento del Senado o de la Cámara de Diputados, dentro de 
diez días contados desde la fecha de publicación del decreto que 
fije el día de la consulta plebiscitaria.  

El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de la 
consulta plebiscitaria, cuando ésta fuere procedente.  

Si al tiempo de dictarse la sentencia faltaren menos de treinta 
días para la realización del plebiscito, el Tribunal fijará en ella 
una nueva fecha comprendida entre los treinta y los sesenta días 
siguientes al fallo.  
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En los casos del número 5.º, la cuestión podrá promoverse por 
cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en 
ejercicio, dentro de los treinta días siguientes a la publicación o 
notificación del texto impugnado o dentro de los sesenta días 
siguientes a la fecha en que el Presidente de la República debió 
efectuar la promulgación de la ley. Si el Tribunal acogiere el 
reclamo promulgará en su fallo la ley que no lo haya sido o 
rectificará la promulgación incorrecta.  

En el caso del número 9.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la 
materia a requerimiento de la Cámara de Diputados o de la cuarta 
parte de sus miembros en ejercicio.  

Habrá acción pública para requerir al Tribunal respecto de las 
atribuciones que se le confieren por los números 7.º y  

10.º de este artículo.  

Sin embargo, si en el caso del número 7.º la persona afectada fuere 
el Presidente de la República o el Presidente electo, el 
requerimiento deberá formularse por la Cámara de Diputados o por la 
cuarta parte de sus miembros en ejercicio.  

En el caso del número 11.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la 
materia a requerimiento del Presidente de la República o de no 
menos de diez parlamentarios en ejercicio.  

En el caso del número 12.º, el Tribunal sólo podrá conocer de la 
materia a requerimiento de cualquiera de las Cámaras, efectuado 
dentro de los treinta días siguientes a la publicación o 
notificación del texto impugnado.  

Artículo 83.  

Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no procederá 
recurso alguno, sin perjuicio de que puede el mismo Tribunal, 
conforme a la ley, rectificar los errores de hecho en que hubiere 
incurrido.  

Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no 
podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de 
ley de que se trate. En los casos de los números 5.º y 12.º del 
artículo 82, el decreto supremo impugnado quedará sin efecto de 
pleno derecho, con el solo mérito de la sentencia del Tribunal que 
acoja el reclamo.  
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Resuelto por el Tribunal que un precepto legal determinado es 
constitucional, la Corte Suprema no podrá declararlo inaplicable 
por el mismo vicio que fue materia de la sentencia.  

b. Ley Orgánica Constitucional Del Tribunal Constitucional 13 
Párrafo 2 
Conflictos de Constitucionalidad 
 
Art. 38. En el caso del número 2 del artículo 82 de la Constitución 
Política, los requerimientos deberán ser formulados al Tribunal de 
la manera que se señala en los incisos siguientes. 
 
El requerimiento del Presidente de la República deberá llevar, 
también, la firma del Ministro de Estado correspondiente. 
 
Cuando el requirente fuera alguna de las Cámaras, la comunicación 
deberá ser firmada por el respectivo Presidente y autorizada por el 
Secretario. 
 
Si el requerimiento emanare de una cuarta parte de los miembros en 
ejercicio de una de las Cámaras, podrá formularse por conducto del 
Secretario de la respectiva Corporación o directamente ante el 
Tribunal. En uno y otro caso, deberán firmar los parlamentarios 
ocurrentes y autorizarse su firma por el Secretario señalado o por 
el del Tribunal Constitucional. Siempre deberá acreditarse que los 
firmantes constituyen a lo menos el número de parlamentarios 
exigidos por la Constitución. En el respectivo requerimiento deberá 
designarse a uno de los parlamentarios firmantes como representante 
de los requirentes en la tramitación de su reclamación. 
  
Art. 39. El requerimiento deberá contener una exposición clara de 
los hechos y fundamentos de derecho que le sirven de apoyo. Se 
señalará en forma precisa la cuestión de constitucionalidad y, en 
su caso, el vicio o vicios de inconstitucionalidad que se aducen, 
con indicación de las normas que se estiman transgredidas. 
 
Al requerimiento deberán acompañarse, en su caso, copias íntegras 
de las actas de sesiones de sala o comisión en las que se hubiere 
tratado el problema y de los instrumentos, escritos y demás 
antecedentes invocados. 
 
En todo caso se acompañará el proyecto de ley, de reforma 
constitucional o tratado, con indicación precisa de la parte 
impugnada. 
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Art. 40. Recibido el requerimiento por el Tribunal, se comunicará 
al Presidente de la República la existencia de la reclamación para 
que se abstenga de promulgar la parte impugnada del respectivo 
proyecto, salvas las excepciones señaladas en el inciso sexto del 
artículo 82 de la Constitución Política. 
  
Art. 41. Si el requerimiento no cumple con las exigencias 
establecidas en el artículo 39 de la presente ley, el Tribunal 
podrá, por resolución fundada, no admitirlo a tramitación. La 
resolución se comunicará a quien hubiere recurrido. 
 
Los interesados, dentro de tres días contados desde la fecha de la 
comunicación, podrán subsanar los defectos de su requerimiento o 
completar los antecedentes que hubieren omitido. Si así no lo 
hicieren, el requerimiento se tendrá por no presentado para todos 
los efectos legales. 
 
Si transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior no se 
hubieren subsanado los defectos del requerimiento o no se hubieren 
completado los antecedentes, el Tribunal comunicará este hecho al 
Presidente de la República para que proceda a la promulgación de la 
parte del proyecto que fue materia de la impugnación. 
  
Art. 42. Admitido a tramitación un requerimiento, deberá ponerse en 
conocimiento de los órganos constitucionales interesados, 
enviándoles copia de él, quienes dispondrán de cinco días, contados 
desde la fecha de la comunicación, para hacer llegar al Tribunal 
las observaciones y los antecedentes que estimen necesarios. 
Transcurrido dicho plazo, el Tribunal procederá con la respuesta o 
sin ella. 
  
Art. 43. Una vez evacuados los trámites o diligencias anteriores, 
el Presidente ordenará traer los autos en relación y el asunto 
quedará en estado de tabla. 
 
Oída la relación y producido el acuerdo, se designará Ministro 
redactor. 
  
Art. 44.   
 
El Tribunal podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad, 
respecto de las normas cuestionadas, en la infracción de cualquier 
precepto constitucional, haya sido o no invocado en el 
requerimiento. 
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Art. 45. Las sentencias se comunicarán al requirente y, en su caso, 
al Presidente de la República, al Senado, a la Cámara de Diputados 
y a la Contraloría General de la República, para los fines a que 
hubiere lugar. 
 
También dichas sentencias se comunicarán, en cuanto corresponda, a 
la Corte Suprema, para el efecto establecido en el inciso final del 
artículo 83 de la Constitución Política. 
  
Art. 46. En el caso del número 3 del artículo 82 de la Constitución 
Política, se aplicarán en lo pertinente las normas anteriores de 
este párrafo y las que se contienen en los incisos siguientes. 
 
Cuando el requerimiento provenga del Presidente de la República, el 
plazo a que se refiere el inciso séptimo del artículo 82 de la 
Constitución se contará desde que se reciba en el Ministerio de 
origen el oficio de representación del Contralor General de la 
República. 
 
El Tribunal deberá resolver dentro de treinta días contados desde 
que reciba el requerimiento o, si éste fuere defectuoso o 
incompleto, desde que se subsanen las deficiencias o se completen 
los antecedentes, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo 
del artículo 41 de esta ley. El Tribunal podrá prorrogar este plazo 
hasta por quince días si existieren motivos graves y calificados, 
mediante resolución fundada. 
 
La sentencia que acoja el reclamo presentado por el Presidente de 
la República será comunicada al Contralor General para que proceda, 
de inmediato, a tomar razón del decreto con fuerza de ley 
respectivo. 
 
La sentencia que acoja un reclamo respecto de todo o parte de un 
decreto con fuerza de ley del cual la Contraloría General hubiere 
tomado razón, se publicará en el Diario Oficial dentro de tres días 
contados desde la fecha de la dictación de la sentencia y la norma 
respectiva quedará sin efecto de pleno derecho. 
  
Art. 47. En el caso del número 4 del artículo 82 de la Constitución 
Política, se aplicarán en lo pertinente las normas de los artículos 
38 a 45, inclusive, de esta ley y las que se expresan en los 
incisos siguientes. 
 
El requerimiento deberá indicar, además, si la cuestión se refiere 
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a la procedencia de la consulta plebiscitaria, a su oportunidad o a 
los términos de la misma, precisando los aspectos específicos de la 
impugnación y su fundamento. 
 
El Tribunal deberá resolver dentro del plazo indicado en el inciso 
tercero del artículo anterior. 
 
Si la sentencia resolviere que el plebiscito es procedente, deberá 
fijar en la misma resolución el texto definitivo de la consulta 
plebiscitaria, manteniendo la forma dispuesta en el decreto de 
convocatoria o modificándola, en su caso. 
 
La sentencia deberá publicarse en el Diario Oficial dentro de tres 
días contados desde la fecha de su dictación. 
  
Art. 48. En el caso del número 5 del artículo 82 de la Constitución 
Política, se aplicarán en lo pertinente las normas de los artículos 
38 a 45, inclusive, de esta ley y las que se expresan en los 
incisos siguientes. 
 
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 42 de esta ley, 
admitido a tramitación el requerimiento, deberá ponerse en 
conocimiento del Contralor General de la República. 
 
La sentencia del Tribunal que, al acoger el reclamo, promulgue la 
ley, rectifique la promulgación incorrecta o declare la 
inconstitucionalidad de un decreto, se remitirá a la Contraloría 
General para el solo efecto de su registro. Cumplido dicho trámite, 
ésta ordenará de inmediato su publicación en el Diario Oficial, la 
que se efectuará dentro de los cinco días siguientes. 
 
Esta nueva publicación, en su caso, no afectará la vigencia de la 
parte no rectificada por el fallo. 
  
Art. 49. En el caso del número 6 del artículo 82 de la Constitución 
Política, se aplicarán en lo pertinente las normas de los artículos 
38 a 45, inclusive, de esta ley y las que se expresan en los 
incisos siguientes. 
 
El plazo de diez días a que se refiere el inciso tercero del 
artículo88 de la Constitución, se contará desde que se reciba en el 
Ministerio de origen el oficio de representación del Contralor 
General de la República. 
 
La sentencia que acoja el reclamo presentado por el Presidente de 
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la República será comunicada al Contralor General para que proceda, 
de inmediato, a tomar razón del decreto o resolución impugnado. 
  
Art. 50. En el caso del número 12 del artículo 82 de la 
Constitución Política se aplicarán, en lo pertinente, las normas de 
los artículos 38 a 45, inclusive, de esta ley y las que se 
contienen en los incisos siguientes. 
 
El Tribunal deberá resolver dentro de treinta días contados desde 
que reciba el requerimiento o desde que se subsanen las 
deficiencias o se completen los antecedentes, de acuerdo con lo 
dispuesto en el inciso segundo del artículo 41 de esta ley. El 
Tribunal podrá prorrogar este plazo hasta por quince días si 
existieren motivos graves y calificados, mediante resolución 
fundada. 
 
La sentencia que acoja el reclamo deberá publicarse en el Diario 
Oficial dentro de tres días contados desde la fecha de su 
dictación. 
 

5. Colombia 
a. Constitución Política de Colombia14 

CAPÍTULO 4. DE LA JURISDICCION CONSTITUCIONAL 

Art. 239. La Corte Constitucional tendrá el número impar de 
miembros que determine la ley. En su integración se atenderá el 
criterio de designación de magistrados pertenecientes a diversas 
especialidades del derecho. Los magistrados de la Corte 
Constitucional serán elegidos por el Senado de la República para 
períodos individuales de ocho años, de sendas ternas que le 
presenten el presidente de la república, la Corte Suprema de 
Justicia y el Consejo de Estado.  

Los magistrados de la Corte Constitucional no podrán ser 
reelegidos.  

Art. 240. No podrán ser elegidos magistrados de la Corte 
Constitucional quienes durante el año anterior a la elección se 
hayan desempeñado como ministros del despacho o magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia o del Consejo de Estado.  
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Art. 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la 
integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y 
precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las 
siguientes funciones:  

1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan 
los ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, 
cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en 
su formación.  
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la 
constitucionalidad de la convocatoria a un referendo o a una 
asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por 
vicios de procedimiento en su formación.  
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre 
leyes y de las consultas populares y plebiscitos del orden 
nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su 
convocatoria y realización.  
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten 
los ciudadanos contra las leyes, tanto por su contenido material 
como por vicios de procedimiento en su formación.  
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que 
presentaren los ciudadanos contra los decretos con fuerza de ley 
dictados por el gobierno con fundamento en los artículos 150 
numeral 10 y 341 de la Constitución, por su contenido material o 
por vicios de procedimiento en su formación.  
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la 
Constitución.  
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los 
decretos legislativos que dicte el gobierno con fundamento en los 
artículos 212, 213 y 215 de la Constitución.  
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los 
proyectos de ley que hayan sido objetados por el gobierno como 
inconstitucionales, y de los proyectos de leyes estatutarias, tanto 
por su contenido material como por vicios de procedimiento en su 
formación.  
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones 
judiciales relacionadas con la acción de tutela de los derechos 
constitucionales.  
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados 
internacionales y de las leyes que los aprueben. Con tal fin, el 
gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días 
siguientes a la sanción de la ley. Cualquier ciudadano podrá 
intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el 
canje de notas; en caso contrario no serán ratificados. Cuando una 
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o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas 
inexequibles por la Corte Constitucional, el presidente de la 
república sólo podrá manifestar el consentimiento formulando la 
correspondiente reserva.  
11. Darse su propio reglamento.  

Parágrafo.- Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento 
subsanables en la formación del acto sujeto a su control, ordenará 
devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, 
enmiende el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a 
decidir sobre la exequibilidad del acto.  

Art. 242. Los procesos que se adelanten ante la Corte 
Constitucional en las materias que se refiere este título, serán 
regulados por la ley conforme a las siguientes disposiciones:  

1. Cualquier ciudadano podrá ejercer las acciones públicas 
previstas en el artículo precedente, e intervenir como impugnador o 
defensor de las normas sometidas a control en los procesos 
promovidos por otros, así como en aquellos para los cuales no 
existe acción pública.  
2. El procurador general de la nación deberá intervenir en todos 
los procesos.  
3. Las acciones por vicios de forma caducan en el término de un 
año, contado desde la publicación del respectivo acto.  
4. De ordinario, la Corte dispondrá del término de sesenta días 
para decidir, y el procurador general de la nación, de treinta para 
rendir concepto.  
5. En los procesos a que se refiere el numeral 7 del artículo 
anterior, los términos ordinarios se reducirán a una tercera parte 
y su incumplimiento es causal de mala conducta, que será sancionada 
conforme a la ley.  

Art. 243. Los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control 
jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional.  

Ninguna autoridad podrá reproducir el contenido material del acto 
jurídico declarado inexequible por razones de fondo, mientras 
subsistan en la Carta las disposiciones que sirvieron para hacer la 
confrontación entre la norma ordinaria y la Constitución.  

Art. 244. La Corte Constitucional comunicará al presidente de la 
república o al presidente del Congreso, según el caso, la 
iniciación de cualquier proceso que tenga por objeto el examen de 
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constitucionalidad de normas dictadas por ellos. Esta comunicación 
no dilatará los términos del proceso.  

Art. 245. El gobierno no podrá conferir empleo a los magistrados de 
la Corte Constitucional durante el período de ejercicio de sus 
funciones ni dentro del año siguiente a su retiro.  
 

b. Decreto 206715  
ARTICULO 1o. Los juicios y actuaciones que se surtan ante la Corte 
constitucional se regirán por el presente Decreto.  
ARTICULO 2o. Las demandas en las acciones públicas de 
inconstitucional se presentarán por escrito, en duplicado, y 
contendrán:  
1. El señalamiento de las normas acusadas como inconstitucionales, 
su transcripción literal por cualquier medio o un ejemplar de la 
publicación oficial de las mimas;  
2. El señalamiento de las normas constitucionales que se consideren 
infringidas;  
3. Las razones por las cuales dichos textos se estiman violados;  
4. Cuando fuere el caso, el señalamiento del trámite impuesto por 
la constitución para expedición del acto demandado y la forma en 
fue quebrantado; y  
5. La razón por la cual la Corte es competente para conocer de la 
demanda.  
ARTICULO 3o. Corresponde al Presidente de la Corte Constitucional 
repartir para su sustanciación, los asuntos de constitucionalidad 
de conformidad con el programa de trabajo y reparto que determine 
el de la misma.  
La Corte podrá asignar a más de un magistrado la sustanciación de 
un mismo asunto.  
ARTICULO 4o. En todo momento después de admitida la demanda, 
cualquier magistrado podrá solicitar por escrito que se reúna el 
pleno de la Corte para que se lleve a cabo una deliberación 
preliminar sobre la constitucionalidad de las normas sometidas a 
control. El Presidente de la Corte convocará la correspondiente 
sesión dentro de la semana siguiente a la solicitud.  
ARTICULO 5o. La Corte deberá acumular las demandas respecto de las 
cuales exista una coincidencia total o parcial de las normas 
acusadas y ajustará equitativamente el reparto de trabajo.  
ARTICULO 6o. Repartida la demanda, el magistrado sustanciador 
proveerá sobre su admisibilidad dentro de los diez días siguientes.  
Cuando la demanda no cumpla algunos de los requisitos previstos en 
el artículo 2o, se le concederán tres días al demandante para que 
proceda a corregirla señalándole con precisión los requisitos 
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incumplidos. Si no lo hiciere en dicho plazo se rechazará. Contra 
el auto de rechazo, procederá el recurso de súplica ante la Corte.  
El magistrado sustanciador tampoco admitirá la demanda cuando 
considere que ésta no incluye las normas que deberían ser 
demandadas para que el fallo en si mismo no sea inocuo, y ordenará 
cumplir el trámite previsto en el inciso segundo de este artículo. 
La Corte se pronunciará de fondo sobre todas las normas demandadas 
y podrá señalar en la sentencia las que, a su juicio, conforman 
unidad normativa con aquellas otras que declara inconstitucionales.  
Se rechazarán las demandas que recaigan sobre normas amparadas por 
una sentencia que hubiere hecho tránsito a cosa juzgada o respecto 
de las cuales sea manifiestamente incompetente. No obstante estas 
decisiones también podrán adoptarse en la sentencia.  
ARTICULO 7o. Admitida la demanda, o vencido el término probatorio 
cuando éste fuere procedente, se ordenará correr traslado por 
treinta días al Procurador General de la Nación, para que rinda 
concepto. Dicho término comenzará a contarse al día siguiente de 
entrega la copia del expediente en el despacho del Procurador.  
En el auto admisorio de la demanda se ordenará fijar en lista las 
normas acusadas por el término de diez días para que, por 
duplicado, cualquier ciudadano las impugne o defienda. Dicho 
término correrá simultáneamente con el del Procurador.  
A solicitud de cualquier persona, el Defensor del Pueblo podrá 
demandar, impugnar, o defender ante la Corte normas directamente 
relacionadas con los derechos constitucionales.  
ARTICULO 8o. De ordinario, vencido el término para que rinda 
concepto el Procurador, se iniciará el cómputo de 30 días para que 
el magistrado sustanciador presente el proyecto de sentencia a la 
Corte. Vencido el término para la presentación del proyecto, 
comenzarán a correr los 60 días de que dispone la Corte para 
adoptar su decisión.  
ARTICULO 9o. El magistrado sustanciador presentará por escrito el 
proyecto de fallo a la Secretaría de la Corte, para que ésta envíe 
copia del mismo y del correspondiente expediente a los demás 
magistrados. Entre la presentación del proyecto de fallo y la 
deliberación en la Corte deberán transcurrir por lo menos cinco 
días, Salvo cuando se trate de decidir sobre objeciones a proyectos 
de Ley o en casos de urgencia nacional.  
ARTICULO 10. Siempre que para la decisión sea menester el 
conocimiento de los trámites que antecedieron al acto sometido al 
juicio constitucional de la Corte o de hecho relevantes para 
adoptar la decisión, el magistrado sustanciador podrá decretar en 
el auto admisorio de la demanda las pruebas que estime conducentes, 
las cuales se practicarán en el término de diez días.  
La práctica de las pruebas podrá ser delegada en un magistrado 
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auxiliar.  
ARTICULO 11. En el auto admisorio, se ordenará la comunicación a 
que se refiere el artículo 244 de la Constitución. Esta 
comunicación y, en su caso, el respectivo concepto, no suspenderá 
los términos.  
La comunicación podrá, además, ser enviada a los organismos o 
entidades del Estado que hubieren participado en la elaboración o 
expedición de la norma. La Presidencia de la República, el Congreso 
de la República y los organismos o entidades correspondientes 
podrán directamente o por intermedio de apoderado especialmente 
escogido para ese propósito, si lo estimaren oportuno, presentar 
por escrito dentro de los 10 días siguientes, las razones que 
justifican la constitucionalidad de las normas sometidas a control.  
 

6. España 
a. Constitución Española16 

Artículo 159  

    1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros 
nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta del Congreso por 
mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del 
Senado, con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a 
propuesta del Consejo General del Poder Judicial.  
    2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser 
nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores de Universidad, 
funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas de 
reconocida competencia con más de quince años de ejercicio 
profesional.  
    3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados 
por un período de nueve años y se renovarán por terceras partes 
cada tres.  
    4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es 
incompatible: con todo mandato representativo; con los cargos 
políticos o administrativos; con el desempeño de funciones 
directivas en un partido político o en un sindicato y con el empleo 
al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras 
judicial y fiscal, y con cualquier actividad profesional o 
mercantil.  
    En lo demás, los miembros del Tribunal Constitucional tendrán 
las incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial.  
    5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán 
independientes e inamovibles en el ejercicio de su mandato.  
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Artículo 160  

El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus 
miembros por el Rey, a propuesta del mismo  
Tribunal en pleno y por un período de tres años.  

Artículo 161  

    1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el 
territorio español y es competente para conocer:  
    a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y 
disposiciones normativas con fuerza de ley. La declaración de 
inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, 
interpretada por la jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la 
sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa 
juzgada.  
    b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y 
libertades referidos en el artículo 53. 2, de esta Constitución, en 
los casos y formas que la ley establezca.  
    c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas o los de éstas entre sí.  
    d) De la demás materias que le atribuyan la Constitución o las 
leyes orgánicas.  
    2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional 
las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las 
Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la 
disposición o resolución recurrida, pero el Tribunal en su caso, 
deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a cinco 
meses.  

Artículo 162  

    1. Están legitimados:  
    a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el 
Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 
Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades 
Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas.  
    b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o 
jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del 
Pueblo y el Ministerio Fiscal.  
    2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas 
y órganos legitimados.  

Artículo 163  
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Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una 
norma con rango de ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa 
el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la 
cuestión ante el Tribunal Constitucional en los supuestos, en la 
forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso 
serán suspensivos.  

Artículo 164  

    1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en 
el Boletín Oficial del Estado con los votos particulares, si los 
hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente 
de su publicación y no cabe recurso alguno contra ellas. Las que 
declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con 
fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación 
subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente a todos.  
    2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la 
vigencia de la ley en la parte no afectada por la 
inconstitucionalidad.  

Artículo 165  

Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal 
Constitucional, el estatuto de sus miembros, el procedimiento ante 
el mismo y las condiciones para el ejercicio de las acciones.  
 

b. Ley Orgánica del Tribunal Constitucional17 

Art. 1. 1. El Tribunal Constitucional, como intérprete supremo de 
la Constitución, es independiente de los demás órganos 
constitucionales y está sometido sólo a la Constitución y a la 
presente Ley Orgánica.  

2. Es único en su orden y extiende su jurisdicción a todo el 
territorio nacional.  

Art. 2. 1. El Tribunal Constitucional conocerá en los casos y en la 
forma que esta Ley determina:  

a) Del recurso y de la cuestión de inconstitucionalidad contra 
Leyes, disposiciones normativas o actos con fuerza de Ley.  

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades 
públicos relacionados en el art. 53.2 de la Constitución.  
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c) De los conflictos constitucionales de competencia entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.  

d) De los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado.  

d) bis. De los conflictos en defensa de la autonomía local.  

e) De la declaración sobre la constitucionalidad de los Tratados 
Internacionales.  

f) De las impugnaciones previstas en el numero 2 del art. 161 de la 
Constitución.  

g) De la verificación de los nombramientos de los Magistrados del 
Tribunal Constitucional, para juzgar si los mismos reúnen los 
requisitos requeridos por la Constitución y la presente Ley.  

h) De las demás materias que le atribuyen la Constitución y las 
Leyes orgánicas.  

2. El Tribunal Constitucional podrá dictar reglamentos sobre su 
propio funcionamiento y organización, así como sobre el régimen de 
su personal y servicios, dentro del ámbito de la presente Ley. 
Estos reglamentos, que deberán ser aprobados por el Tribunal en 
Pleno, se publicarán en el "Boletín Oficial del Estado", 
autorizados por su Presidente.  

Art. 3. La competencia del Tribunal Constitucional se extiende al 
conocimiento y decisión de las cuestiones prejudiciales e 
incidentales no pertenecientes al orden constitucional, 
directamente relacionadas con la materia de que conoce, a los solos 
efectos del enjuiciamiento constitucional de ésta.  

Art. 4. 1. En ningún caso se podrá promover cuestión de 
jurisdicción o competencia al Tribunal Constitucional.  

2. El Tribunal Constitucional apreciará, de oficio o a instancia de 
parte, su falta de jurisdicción o de competencia.  

Art. 5. . El Tribunal Constitucional está integrado por doce 
miembros, con el título de Magistrados del Tribunal Constitucional  

Art. 6. 1. El Tribunal Constitucional actúa en Pleno o en Sala.  
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2. El Pleno está integrado por todos los Magistrados del Tribunal. 
Lo preside el Presidente del Tribunal y, en su defecto, el 
Vicepresidente y, a falta de ambos, el Magistrado más antiguo en el 
cargo y, en caso de igual antigüedad, el de mayor edad.  

Art. 7. 1. El Tribunal Constitucional consta de dos Salas. Cada 
Sala está compuesta por seis Magistrados nombrados por el Tribunal 
en Pleno.  

2. El Presidente del Tribunal lo es también de la Sala Primera, que 
presidirá en su defecto, el Magistrado más antiguo y, en caso de 
igual antigüedad, el de mayor edad.  

3. El Vicepresidente del Tribunal presidirá en la Sala Segunda y, 
en su defecto, el Magistrado más antiguo y, en caso de igual 
antigüedad, el de mayor edad.  

Art. 8. Para el despacho ordinario y la decisión sobre la 
admisibilidad o inadmisibilidad de los recursos, el Pleno y las 
Salas constituirán Secciones, compuestas por el respectivo 
Presidente o quien le sustituya y dos Magistrados.  

Art. 9. 1. El Tribunal en Pleno elige de entre sus miembros por 
votación secreta a su Presidente y propone al Rey su nombramiento.  

2. En primera votación se requerirá la mayoría absoluta. Si ésta no 
se alcanzase se procederá a una segunda votación, en la que 
resultará elegido quien obtuviese mayor número de votos. En caso de 
empate se efectuará una última votación y si éste se repitiese, 
será propuesto el de mayor antigüedad en el cargo y en el caso de 
igualdad el de mayor edad.  

3. El nombre del elegido se elevará al Rey para su nombramiento por 
un período de tres años, expirado el cual podrá ser reelegido por 
una sola vez.  

4. El Tribunal en Pleno elegirá entre sus miembros, por el 
procedimiento señalado en el apdo. 2 de este artículo y por el 
mismo período de tres años, un Vicepresidente, al que incumbe 
sustituir al Presidente en caso de vacante, ausencia u otro motivo 
legal y presidir la Sala Segunda.  

Art. 10. El Tribunal en Pleno conoce de los siguientes asuntos:  

a) De los recursos y de las cuestiones de inconstitucionalidad.  
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b) De los conflictos constitucionales de competencia entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.  

c) De los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado.  

c bis). De los conflictos en defensa de la autonomía local.  

d) Del control previo de constitucionalidad.  

e) De las impugnaciones previstas en el numero 2 del art. 161 de la 
Constitución.  

f) De la verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos 
para el nombramiento de Magistrado del Tribunal Constitucional.  

g) Del nombramiento de los Magistrados que han de integrar cada una 
de las Salas.  

h) De la recusación de los Magistrados del Tribunal Constitucional.  

i) Del cese de los Magistrados del Tribunal Constitucional en los 
casos previstos en el art. 23 de la presente Ley.  

j) De la aprobación y modificación de los Reglamentos del Tribunal.  

k) De cualquier otro asunto que, siendo competencia del Tribunal, 
recabe para sí el Pleno, a propuesta del Presidente o de tres 
Magistrados, así como de los demás asuntos que le puedan ser 
atribuidos expresamente por una Ley orgánica.  

Art. 11. 1. Las Salas del Tribunal Constitucional conocerán de los 
asuntos que, atribuidos a la justicia constitucional, no sean de la 
competencia del Pleno.  

2. También conocerán las Salas de aquellas cuestiones que, habiendo 
sido atribuidas al conocimiento de las Secciones, entiendan que por 
su importancia deba resolver la propia Sala.  

Art. 12. La distribución de asuntos entre las Salas del Tribunal se 
efectuará según un turno establecido por el Pleno a propuesta de su 
Presidente.  
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Art. 13. Cuando una Sala considere necesario apartarse en cualquier 
punto de la doctrina constitucional precedente sentada por el 
Tribunal, la cuestión se someterá a la decisión del Pleno.  

Art. 14. El Tribunal en Pleno puede adoptar acuerdos cuando estén 
presentes, al menos, dos tercios de los miembros que en cada 
momento lo compongan. Los acuerdos de las Salas requerirán asimismo 
la presencia de dos tercios de los miembros que en cada momento las 
compongan. En las Secciones se requerirá la presencia de dos 
miembros, salvo que haya discrepancia, requiriéndose entonces la de 
sus tres miembros.  

Art. 15. El Presidente del Tribunal Constitucional ostenta la 
representación del mismo, convoca y preside el Tribunal en Pleno y 
convoca las Salas; adopta las medidas precisas para el 
funcionamiento del Tribunal, de las Salas y de las Secciones; 
comunica a las Cámaras, al Gobierno o al Consejo General del Poder 
Judicial, en cada caso, las vacantes; ejerce las potestades 
administrativas sobre el personal del Tribunal, e insta del 
Ministerio de Justicia la convocatoria para cubrir las plazas de 
Secretarios, Oficiales, Auxiliares y Subalternos.  

7. Unión Europea 
a. Constitución Europea18 

Nota: el presente tratado entra en vigor hasta el 1 de noviembre de 
2006 por lo que actualmente rige el Tratado de la Unión Europea. 
 
ARTÍCULO I-29 
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
1. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea comprenderá el 
Tribunal de Justicia, el Tribunal General y los tribunales 
especializados. Garantizará el respeto del Derecho en la 
interpretación y aplicación de la Constitución. 
Los Estados miembros establecerán las vías de recurso necesarias 
para garantizar la tutela judicial efectiva en los ámbitos 
cubiertos por el Derecho de la Unión. 
2. El Tribunal de Justicia estará compuesto por un juez por Estado 
miembro y estará asistido por abogados generales. 
El Tribunal General dispondrá al menos de un juez por Estado 
miembro. 
Los jueces y abogados generales del Tribunal de Justicia y los 
jueces del Tribunal General serán elegidos de entre personalidades 
que ofrezcan plenas garantías de independencia y que reúnan las 
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condiciones contempladas en los artículos III-355 y III-356. Serán 
nombrados de común acuerdo por los Gobiernos de los Estados 
miembros para un período de seis años. Los jueces y abogados 
generales salientes podrán ser nombrados de nuevo. 
3. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea se pronunciará, de 
conformidad con la Parte III: 
a) sobre los recursos interpuestos por un Estado miembro, por una 
institución o por personas físicas o jurídicas; 
b) con carácter prejudicial, a petición de los órganos 
jurisdiccionales nacionales, sobre la interpretación del Derecho de 
la Unión o sobre la validez de los actos adoptados por las 
instituciones; 
c) en los demás casos previstos por la Constitución. 
 

b. Tratado de la Unión Europea19 

Artículo 5.  

El Parlamento Europeo, el Consejo, la Comisión, el Tribunal de 
Justicia y el Tribunal de Cuentas ejercerán sus competencias en las 
condiciones y para los fines previstos, por una parte, en las 
disposiciones de los Tratados constitutivos de las Comunidades 
Europeas y de los Tratados y actos subsiguientes que los han 
modificado o completado y, por otra parte, en las demás 
disposiciones del presente Tratado. 

Artículo 35.  

1. El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas será 
competente, con arreglo a las condiciones que establece el presente 
artículo, para pronunciarse, con carácter prejudicial, sobre la 
validez e interpretación de las decisiones marco y de las 
decisiones, sobre la interpretación de convenios celebrados de 
conformidad con el presente título y sobre la validez e 
interpretación de sus medidas de aplicación. 

2. Mediante una declaración realizada en el momento de firmar el 
Tratado de Amsterdam o en cualquier momento posterior, cualquier 
Estado miembro podrá aceptar la competencia del Tribunal de 
Justicia para pronunciarse con carácter prejudicial, tal como se 
especifica en el apartado 1. 

3. Los Estados miembros que formulen una declaración con arreglo al 
apartado 2 deberán especificar: 
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a. O bien que cualquier órgano jurisdiccional de dicho Estado 
cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso 
judicial de Derecho interno pueda pedir al Tribunal de 
Justicia que se pronuncie, con carácter prejudicial, sobre una 
cuestión planteada en un asunto pendiente ante dicho órgano 
jurisdiccional, relativa a la validez o a la interpretación de 
un acto de los contemplados en el apartado 1, si dicho órgano 
jurisdiccional estima necesaria una decisión al respecto para 
poder emitir su fallo, 

b. O bien que cualquier órgano jurisdiccional de dicho Estado 
pueda pedir al Tribunal de Justicia que se pronuncie, con 
carácter prejudicial, sobre una cuestión planteada en un 
asunto pendiente ante dicho órgano jurisdiccional, relativa a 
la validez o a la interpretación de un acto de los 
contemplados en el apartado 1, si dicho órgano jurisdiccional 
estima necesaria una decisión al respecto para poder emitir su 
fallo. 

4. Cualquier Estado miembro, hubiere realizado o no una declaración 
con arreglo al apartado 2, estará facultado para presentar memorias 
u observaciones por escrito ante el Tribunal de Justicia en asuntos 
de los contemplados en el apartado 1. 

5. El Tribunal de Justicia no será competente para controlar la 
validez o proporcionalidad de operaciones efectuadas por la policía 
u otros servicios con funciones coercitivas de un Estado miembro, 
ni sobre el ejercicio de las responsabilidades que incumben a los 
Estados miembros respecto al mantenimiento del orden público y la 
salvaguardia de la seguridad interior. 

6. El Tribunal de Justicia será competente para controlar la 
legalidad de las decisiones marco y de las decisiones en relación 
con los recursos interpuestos por un Estado miembro o la Comisión 
por incompetencia, vicios sustanciales de forma, violación del 
presente Tratado o de cualquier norma jurídica relativa a su 
ejecución, o desviación de poder. Los recursos previstos en el 
presente apartado deberán interponerse en el plazo de dos meses a 
partir de la publicación de la medida. 

7. El Tribunal de Justicia será competente para pronunciarse sobre 
cualquier litigio entre Estados miembros relativo a la 
interpretación o aplicación de actos adoptados de conformidad con 
el apartado 2 del artículo 34, siempre que dicho litigio no pueda 
ser resuelto por el Consejo en el plazo de seis meses a partir de 
su remisión al Consejo por uno de sus miembros. El Tribunal será 
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también competente para pronunciarse sobre cualquier litigio entre 
los Estados miembros y la Comisión relativo a la interpretación o 
la aplicación de convenios celebrados con arreglo a la letra d) del 
apartado 2 del artículo 34. 

Artículo 42.  

El Consejo podrá decidir por unanimidad, a iniciativa de la 
Comisión o de un Estado miembro, previa consulta al Parlamento 
Europeo, que las acciones en los ámbitos contemplados en el 
artículo 29 queden incluidas en el Título IV del Tratado 
constitutivo de la Comunidad Europea, determinando las condiciones 
de votación que correspondan. El Consejo recomendará la adopción de 
esta decisión por parte de los Estados miembros de conformidad con 
sus respectivas normas constitucionales. 
 

c. Tratado de la Comunidad Europea20 

Artículo 220.  

El Tribunal de Justicia y el Tribunal de Primera Instancia 
garantizarán, en el marco de sus respectivas competencias, el 
respeto del Derecho en la interpretación y aplicación del presente 
Tratado. 

Además, podrán agregarse al Tribunal de Primera Instancia, en las 
condiciones establecidas en el artículo 225 A, salas 
jurisdiccionales para que ejerzan, en determinados ámbitos 
específicos, competencias jurisdiccionales previstas en el presente 
Tratado. 

Artículo 221. 

El Tribunal de Justicia estará compuesto por un Juez por Estado 
miembro. 

El Tribunal de Justicia actuará en Salas o en Gran Sala, de 
conformidad con las normas establecidas al respecto en el Estatuto 
del Tribunal de Justicia. 

Cuando el Estatuto así lo disponga, el Tribunal de Justicia también 
podrá actuar en Pleno. 

Artículo 222.  
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El Tribunal de Justicia estará asistido por ocho Abogados 
generales. Si el Tribunal de Justicia lo solicitare, el Consejo, 
por unanimidad, podrá aumentar el número de Abogados generales. 

La función del Abogado general consistirá en presentar 
públicamente, con toda imparcialidad e independencia, conclusiones 
motivadas sobre los asuntos que, de conformidad con el Estatuto del 
Tribunal de Justicia, requieran su intervención. 

Artículo 223.  

Los Jueces y los Abogados generales del Tribunal de Justicia, 
elegidos entre personalidades que ofrezcan absolutas garantías de 
independencia y que reúnan las condiciones requeridas para el 
ejercicio, en sus respectivos países, de las más altas funciones 
jurisdiccionales o que sean jurisconsultos de reconocida 
competencia, serán designados de común acuerdo por los Gobiernos de 
los Estados miembros por un período de seis años. 

Cada tres años tendrá lugar una renovación parcial de los Jueces y 
Abogados generales, en las condiciones establecidas en el Estatuto 
del Tribunal de Justicia. 

Los Jueces elegirán de entre ellos al Presidente del Tribunal de 
Justicia por un período de tres años. Su mandato será renovable. 

Los Jueces y los Abogados generales salientes podrán ser nuevamente 
designados. 

El Tribunal de Justicia nombrará a su Secretario y establecerá el 
Estatuto de éste. 

El Tribunal de Justicia establecerá su Reglamento de procedimiento. 
Dicho Reglamento requerirá la aprobación del Consejo por mayoría 
cualificada. 

Artículo 224.  

El Tribunal de Primera Instancia contará con al menos un Juez por 
Estado miembro. El número de Jueces será fijado por el Estatuto del 
Tribunal de Justicia. El Estatuto podrá disponer que el Tribunal de 
Primera Instancia esté asistido por Abogados generales. 

Los miembros del Tribunal de Primera Instancia serán elegidos entre 
personas que ofrezcan absolutas garantías de independencia y que 
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posean la capacidad necesaria para el ejercicio de altas funciones 
jurisdiccionales. Serán designados de común acuerdo por los 
Gobiernos de los Estados miembros por un período de seis años. Cada 
tres años tendrá lugar una renovación parcial. Los miembros 
salientes podrán ser nuevamente designados. 

Los Jueces elegirán de entre ellos al Presidente del Tribunal de 
Primera Instancia por un período de tres años. Su mandato será 
renovable. 

El Tribunal de Primera Instancia nombrará a su Secretario y 
establecerá el Estatuto de éste. 

El Tribunal de Primera Instancia establecerá su Reglamento de 
procedimiento de acuerdo con el Tribunal de Justicia. Dicho 
Reglamento requerirá la aprobación del Consejo por mayoría 
cualificada. 

Salvo disposición en contrario del Estatuto del Tribunal de 
Justicia, las disposiciones del presente Tratado relativas al 
Tribunal de Justicia serán aplicables al Tribunal de Primera 
Instancia. 

Artículo 225.  

1. El Tribunal de Primera Instancia será competente para conocer en 
primera instancia de los recursos contemplados en los artículos 
230, 232, 235, 236 y 238, con excepción de los que se atribuyan a 
una sala jurisdiccional y de los que el Estatuto reserve al 
Tribunal de Justicia. El Estatuto podrá establecer que el Tribunal 
de Primera Instancia sea competente en otras categorías de 
recursos. 

Contra las resoluciones dictadas por el Tribunal de Primera 
Instancia en virtud del presente apartado podrá interponerse 
recurso de casación ante el Tribunal de Justicia limitado a las 
cuestiones de Derecho, en las condiciones y dentro de los límites 
fijados en el Estatuto. 

2. El Tribunal de Primera Instancia será competente para conocer de 
los recursos que se interpongan contra las resoluciones de las 
salas jurisdiccionales creadas en aplicación del artículo 225 A. 

Las resoluciones dictadas por el Tribunal de Primera Instancia en 
virtud del presente apartado podrán ser reexaminadas con carácter 
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excepcional por el Tribunal de Justicia, en las condiciones y 
dentro de los límites fijados en el Estatuto, en caso de riesgo 
grave de que se vulnere la unidad o la coherencia del Derecho 
comunitario. 

3. El Tribunal de Primera Instancia será competente para conocer de 
las cuestiones prejudiciales, planteadas en virtud del artículo 
234, en materias específicas determinadas por el Estatuto. 

Cuando el Tribunal de Primera Instancia considere que el asunto 
requiere una resolución de principio que pueda afectar a la unidad 
o a la coherencia del Derecho comunitario, podrá remitir el asunto 
ante el Tribunal de Justicia para que éste resuelva. 

Las resoluciones dictadas por el Tribunal de Primera Instancia 
sobre cuestiones prejudiciales podrán ser reexaminadas con carácter 
excepcional por el Tribunal de Justicia, en las condiciones y 
dentro de los límites fijados en el Estatuto, en caso de riesgo 
grave de que se vulnere la unidad o la coherencia del Derecho 
comunitario. 

Artículo 225 A.  

El Consejo, por unanimidad, a propuesta de la Comisión y previa 
consulta al Parlamento Europeo y al Tribunal de Justicia, o a 
petición del Tribunal de Justicia y previa consulta al Parlamento 
Europeo y a la Comisión, podrá crear salas jurisdiccionales 
encargadas de conocer en primera instancia de determinadas 
categorías de recursos interpuestos en materias específicas. 

La decisión por la que se cree una sala jurisdiccional fijará las 
normas relativas a la composición de dicha sala y precisará el 
alcance de las competencias que se le atribuyan. 

Contra las resoluciones dictadas por las salas jurisdiccionales 
podrá interponerse ante el Tribunal de Primera Instancia recurso de 
casación limitado a las cuestiones de Derecho o, cuando la decisión 
relativa a la creación de la sala así lo contemple, recurso de 
apelación referente también a las cuestiones de hecho. 

Los miembros de las salas jurisdiccionales serán elegidos entre 
personas que ofrezcan absolutas garantías de independencia y que 
posean la capacidad necesaria para el ejercicio de funciones 
jurisdiccionales. Serán designados por el Consejo por unanimidad. 
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Las salas jurisdiccionales establecerán su Reglamento de 
procedimiento de acuerdo con el Tribunal de Justicia. Dicho 
Reglamento requerirá la aprobación del Consejo por mayoría 
cualificada. 

Salvo disposición en contrario de la decisión por la que se cree la 
sala jurisdiccional, las disposiciones del presente Tratado 
relativas al Tribunal de Justicia y las disposiciones del Estatuto 
del Tribunal de Justicia serán aplicables a las salas 
jurisdiccionales. 

Artículo 226.  

Si la Comisión estimare que un Estado miembro ha incumplido una de 
las obligaciones que le incumben en virtud del presente Tratado, 
emitirá un dictamen motivado al respecto, después de haber ofrecido 
a dicho Estado la posibilidad de presentar sus observaciones.  

Si el Estado de que se trate no se atuviere a este dictamen en el 
plazo determinado por la Comisión, ésta podrá recurrir al Tribunal 
de Justicia.  

Artículo 227.  

Cualquier Estado miembro podrá recurrir al Tribunal de Justicia, si 
estimare que otro Estado miembro ha incumplido una de las 
obligaciones que le incumben en virtud del presente Tratado.  

Antes de que un Estado miembro interponga, contra otro Estado 
miembro, un recurso fundado en un supuesto incumplimiento de las 
obligaciones que le incumben en virtud del presente Tratado, deberá 
someter el asunto a la Comisión.  

La Comisión emitirá un dictamen motivado, una vez que los Estados 
interesados hayan tenido la posibilidad de formular sus 
observaciones por escrito y oralmente en procedimiento 
contradictorio.  

Si la Comisión no hubiere emitido el dictamen en el plazo de tres 
meses desde la fecha de la solicitud, la falta de dictamen no será 
obstáculo para poder recurrir al Tribunal de Justicia.  

Artículo 228.  
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1. Si el Tribunal de Justicia declarare que un Estado miembro ha 
incumplido una de las obligaciones que le incumben en virtud del 
presente Tratado, dicho Estado estará obligado a adoptar las 
medidas necesarias para la ejecución de la sentencia del Tribunal 
de Justicia.  

2. Si la Comisión estimare que el Estado miembro afectado no ha 
tomado tales medidas, emitirá, tras haber dado al mencionado Estado 
la posibilidad de presentar sus observaciones, un dictamen motivado 
que precise los aspectos concretos en que el Estado miembro 
afectado no ha cumplido la sentencia del Tribunal de Justicia.  

Si el Estado miembro afectado no hubiere tomado las medidas que 
entrañe la ejecución de la sentencia del Tribunal en el plazo 
establecido por la Comisión, ésta podrá someter el asunto al 
Tribunal de Justicia. La Comisión indicará el importe que considere 
adecuado a las circunstancias para la suma a tanto alzado o la 
multa coercitiva que deba ser pagada por el Estado miembro 
afectado.  

Si el Tribunal de Justicia declarare que el Estado miembro afectado 
ha incumplido su sentencia, podrá imponerle el pago de una suma a 
tanto alzado o de una multa coercitiva.  

Este procedimiento se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 227.  

Artículo 229.  

Los reglamentos adoptados conjuntamente por el Parlamento Europeo y 
el Consejo, y por el Consejo en virtud de las disposiciones del 
presente Tratado podrán atribuir al Tribunal de Justicia una 
competencia jurisdiccional plena respecto de las sanciones 
previstas en dichos reglamentos.  

Artículo 229 A.  

Sin perjuicio de las restantes disposiciones del presente Tratado, 
el Consejo, por unanimidad, a propuesta de la Comisión y previa 
consulta al Parlamento Europeo, podrá adoptar disposiciones 
destinadas a atribuir al Tribunal de Justicia, en la medida que el 
Consejo determine, la competencia para resolver litigios relativos 
a la aplicación de los actos adoptados sobre la base del presente 
Tratado por los que se crean títulos comunitarios de propiedad 
industrial. El Consejo recomendará que los Estados miembros adopten 
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dichas disposiciones de conformidad con sus respectivas normas 
constitucionales. 

Artículo 230.  

El Tribunal de Justicia controlará la legalidad de los actos 
adoptados conjuntamente por el Parlamento Europeo y el Consejo, de 
los actos del Consejo, de la Comisión y del BCE que no sean 
recomendaciones o dictámenes, y de los actos del Parlamento Europeo 
destinados a producir efectos jurídicos frente a terceros.  

A tal fin, será competente para pronunciarse sobre los recursos por 
incompetencia, vicios sustanciales de forma, violación del presente 
Tratado o de cualquier norma jurídica relativa a su ejecución, o 
desviación de poder, interpuestos por un Estado miembro, el 
Parlamento Europeo, el Consejo o la Comisión. 

El Tribunal de Justicia será competente en las mismas condiciones 
para pronunciarse sobre los recursos interpuestos por el Tribunal 
de Cuentas y por el BCE con el fin de salvaguardar prerrogativas de 
éstos.  

Toda persona física o jurídica podrá interponer, en las mismas 
condiciones, recurso contra las decisiones de las que sea 
destinataria y contra las decisiones que, aunque revistan la forma 
de un reglamento o de una decisión dirigida o otra persona, le 
afecten directa e individualmente.  

Los recursos previstos en el presente artículo deberán interponerse 
en el plazo de dos meses a partir, según los casos, de la 
publicación del acto, de su notificación al recurrente o, a falta 
de ello, desde el día en que éste haya tenido conocimiento del 
mismo.  

Artículo 231.  

Si el recurso fuere fundado, el Tribunal de Justicia declarará nulo 
y sin valor ni efecto alguno el acto impugnado.  

Sin embargo, con respecto a los reglamentos, el Tribunal de 
Justicia señalará, si lo estima necesario, aquellos efectos del 
reglamento declarado nulo que deban ser considerados como 
definitivos.  

Artículo 232.  
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En caso de que, en violación del presente Tratado, el Parlamento 
Europeo, el Consejo o la Comisión se abstuvieren de pronunciarse, 
los Estados miembros y las demás instituciones de la Comunidad 
podrán recurrir al Tribunal de Justicia con objeto de que declare 
dicha violación.  

Este recurso solamente será admisible si la institución de que se 
trate hubiere sido requerida previamente para que actúe. Si 
transcurrido un plazo de dos meses, a partir de dicho 
requerimiento, la institución no hubiere definido su posición, el 
recurso podrá ser interpuesto dentro de un nuevo plazo de dos 
meses.  

Toda persona física o jurídica podrá recurrir en queja al Tribunal 
de Justicia, en las condiciones señaladas en los párrafos 
precedentes, por no haberle dirigido una de las instituciones de la 
Comunidad un acto distinto de una recomendación o de un dictamen.  

El Tribunal de Justicia será competente en las mismas condiciones 
para pronunciarse sobre los recursos interpuestos por el BCE en los 
ámbitos de sus competencias iniciados contra el mismo.  

Artículo 233.  

La institución o las instituciones de las que emane el acto 
anulado, o cuya abstención haya sido declarada contraria al 
presente Tratado, estarán obligadas a adoptar las medidas 
necesarias para la ejecución de la sentencia del Tribunal de 
Justicia.  

Esta obligación se entiende sin perjuicio de la que pueda resultar 
de la aplicación del párrafo segundo del artículo 288.  

El presente artículo se aplicará igualmente al BCE.  

Artículo 234.  

El Tribunal de Justicia será competente para pronunciarse, con 
carácter prejudicial:  

a.Sobre la interpretación del presente Tratado;  

b.Sobre la validez e interpretación de los actos adoptados por las 
instituciones de la Comunidad y por el BCE;  
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c.Sobre la interpretación de los estatutos de los organismos 
creados por un acto del Consejo, cuando dichos estatutos así lo 
prevean.  

Cuando se plantee una cuestión de esta naturaleza ante un órgano 
jurisdiccional de uno de los Estados miembros, dicho órgano podrá 
pedir al Tribunal de Justicia que se pronuncie sobre la misma, si 
estima necesaria una decisión al respecto para poder emitir su 
fallo.  

Cuando se plantee una cuestión de este tipo en un asunto pendiente 
ante un órgano jurisdiccional nacional, cuyas decisiones no sean 
susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno, dicho 
órgano estará obligado a someter la cuestión al Tribunal de 
Justicia.  

Artículo 235.  

El Tribunal de Justicia será competente para conocer de los 
litigios relativos a la indemnización por daños a que se refiere el 
párrafo segundo del artículo 228.  

Artículo 236.  

El Tribunal de Justicia será competente para pronunciarse sobre 
cualquier litigio entre la Comunidad y sus agentes dentro de los 
límites y en las condiciones que establezca su estatuto o que 
resulten del régimen que les sea aplicable.  

Artículo 237.  

El Tribunal de Justicia será competente, dentro de los límites que 
a continuación se señalan, para conocer de los litigios relativos:  

a.Al cumplimiento de las obligaciones de los Estados miembros que 
se derivan de los Estatutos del Banco Europeo de Inversiones. El 
Consejo de Administración del Banco tendrá, a este respecto, las 
competencias que el artículo 226 atribuye a la Comisión;  

b.A los acuerdos del Consejo de Gobernadores del Banco. Cualquier 
Estado miembro, la Comisión y el Consejo de Administración del 
Banco podrán interponer recurso en esta materia, en las condiciones 
previstas en el artículo 230;  
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c.A los acuerdos del Consejo de Administración del Banco. Sólo 
podrán interponer recurso contra tales acuerdos los Estados 
miembros o la Comisión, en las condiciones establecidas en el 
artículo 230 y únicamente por vicio de forma en el procedimiento 
previsto en los apartados 2, 5, 6 y 7 del artículo 21 de los 
Estatutos del Banco;  

d.Al cumplimiento por parte de los bancos centrales nacionales de 
las obligaciones que se derivan del Tratado y de los Estatutos del 
SEBC. El Consejo del BCE dispondrá a este respecto, frente a los 
bancos centrales nacionales, de los poderes que el artículo 226 
reconoce a la Comisión respecto de los Estados miembros. Si el 
Tribunal de Justicia declarare que un banco central nacional ha 
incumplido una de las obligaciones que le incumben en virtud del 
presente Tratado, dicho banco estará obligado a adoptar las medidas 
necesarias para la ejecución de la sentencia del Tribunal de 
Justicia.  

Artículo 238.  

El Tribunal de Justicia será competente para juzgar en virtud de 
una cláusula compromisoria contenida en un contrato de Derecho 
público o de Derecho privado celebrado por la Comunidad o por su 
cuenta.  

Artículo 239.  

El Tribunal de Justicia será competente para pronunciarse sobre 
cualquier controversia entre Estados miembros relacionada con el 
objeto del presente Tratado, si dicha controversia le es sometida 
en virtud de un compromiso.  

Artículo 240.  

Sin perjuicio de las competencias que el presente Tratado atribuye 
al Tribunal de Justicia, los litigios en los que la Comunidad sea 
parte no podrán ser, por tal motivo, sustraídos a la competencia de 
las jurisdicciones nacionales.  

Artículo 241.  

Aunque haya expirado el plazo previsto en el párrafo quinto del 
artículo 230, cualquiera de las partes de un litigio en el que se 
cuestione un reglamento adoptado conjuntamente por el Parlamento 
Europeo y el Consejo o un reglamento del Consejo, de la Comisión o 
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del BCE, podrá acudir al Tribunal de Justicia, alegando la 
inaplicabilidad de dicho reglamento por los motivos previstos en el 
párrafo segundo del artículo 230.  

Artículo 242.  

Los recursos interpuestos ante el Tribunal de Justicia no tendrán 
efecto suspensivo. Sin embargo, el Tribunal de Justicia podrá, si 
estima que las circunstancias así lo exigen, ordenar la suspensión 
de la ejecución del acto impugnado.  

Artículo 243.  

El Tribunal de Justicia podrá ordenar las medidas provisionales 
necesarias en los asuntos de que esté conociendo.  

Artículo 244.  

Las sentencias del Tribunal de Justicia tendrán fuerza ejecutiva en 
las condiciones que establece el artículo 256.  

Artículo 245. 

El Estatuto del Tribunal de Justicia se fijará en un protocolo 
independiente. 

El Consejo, por unanimidad, a petición del Tribunal de Justicia y 
previa consulta al Parlamento Europeo y a la Comisión, o a petición 
de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo y al 
Tribunal de Justicia, podrá modificar las disposiciones del 
Estatuto, a excepción de su Título I.  
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